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Señores miembros del Jurado:  

 

Someto a vuestra consideración la Tesis titulada “Gestión del crédito tributario por 

reinversión de utilidades en la Ley de Promoción de Inversión en la Educación” en 

cumplimiento de lo establecido por el Reglamento de Grados y Títulos de la Universidad 

César Vallejo para obtener el Grado de Magister. 

 

La investigación está referida a la gestión por parte de la Superintendencia Nacional 

de Aduanas y de Administración Tributaria del crédito tributario por reinversión de 

utilidades en la Ley de Promoción de Inversión en la Educación, aprobado por el Decreto 

Legislativo N° 882.  

 

En el desarrollo de la tesis expondremos los aspectos técnico-tributarios del crédito 

por  reinversión y las diversas posiciones que tuvo la Superintendencia Nacional de 

Aduanas y de Administración Tributaria en la aplicación de dicho crédito. 
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Resumen 

 

La Ley de Promoción de la Inversión en la Educación, Decreto Legislativo N° 882, 

estableció un crédito tributario por reinversión de utilidades a favor de las instituciones 

educativas particulares, equivalente al 30% del monto reinvertido. Sin embargo, la norma 

no estableció plazo de vigencia para el crédito tributario por reinversión que creó. 

 

La autoridad tributaria –Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración 

Tributaria (SUNAT)- inicialmente sostuvo y, además, permitió que el crédito fuera 

utilizado en ejercicios fiscales posteriores a 1999; para posteriormente, indicar que dicho 

crédito, en tanto beneficio tributario, estuvo vigente solamente hasta el ejercicio fiscal 

1999. 

 

A mayor abundamiento es necesario indicar que la autoridad tributaria no solo 

permitió la utilización del crédito en el ejercicio fiscal 2000 y siguientes, sino que publicó 

diversos documentos en los que dio a entender inequívocamente que el crédito por 

reinversión estaba vigente después de 1999. Esta dualidad de criterio abrió la discusión 

respecto del plazo de vigencia del crédito por reinversión. Algunos autores sostuvieron que 

el crédito constituía un beneficio tributario y en razón de ello, que tuvo vigencia únicamente 

hasta 1999; mientras que otros autores concluyeron que el crédito tenía vigencia 

permanente porque no era un beneficio tributario. La gestión del crédito por reinversión de 

utilidades por parte de las autoridades tributarias no fue adecuada ni eficiente. 

 

Palabras clave: crédito, reinversión  
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Abstract 

 

 

Education Investment Promotion Law, Legislative Decree N° 882, established a 

reinvestment profits tax credit in favor of private educational institutions, equivalent to 

30% amount reinvested. However, the Law did not establish a term application for the tax 

credit. 

 

Tax Authorities - Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración 

Tributaria (SUNAT)- initially allowed the credit application for 2000 fiscal year and 

subsequent fiscal years. After change of criteria mentioning that tax credit was in effect 

until 1999 because it was a tax benefit. 

 

Even more, Tax Authorities allowed the use of credit in subsequent fiscal years to 

1999 and published several documents on which hinted that the credit for reinvestment was 

in force after 1999. This double standard opened the discussion respect the term application 

of tax credit for reinvestment. Some authors argued that the loan was a tax benefit and 

because of this, which was valid only until 1999; while other authors concluded that credit 

had permanent force because it was not a tax benefit. Credit management reinvestment of 

profits by the tax authorities was not adequate or efficient. 

 

Keywords: credit, reinvestment 
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1.1 Antecedentes 

Ruiz de Castilla (2013) en su artículo “Inmunidad, Inafectación, Exoneración, Beneficios e 

Incentivos Tributarios” tuvo como objetivos brindar una perspectiva de los mecanismos de 

la teoría de liberación tributaria y un estudio individual de ellos. La metodología utilizada 

fue el análisis de la literatura especializada y documentos legales. Acerca del primer objetivo 

el autor realizó estableció la definición del fenómeno de desgravación tributaría, siendo 

según él la posición tomada por los responsables de elaborar las normas jurídicas quienes 

descartan o aceptan en parte un hecho que podría acarrear obligación tributaria. Con respecto 

al segundo objetivo identificó la naturaleza, aspectos en común, marcos jurídicos, enfoques 

y características que poseen estos mecanismos, estableciendo conceptos y tipologías.  

Distinguió entre los mecanismos de inmunidad, exoneración, inafectación que descartan el 

gravamen tributario, de aquellos que disminuyen o eliminan el monto económico que en este 

caso vendrían a ser los beneficios y los incentivos.  

 

A continuación, investiga el inicio y plazo de las vigencias de estos dos últimos 

mecanismos y de las exoneraciones. En el caso de estas normas de desgravación, estas se 

aplican a partir de primer día del año siguiente (1ro de enero) que viene después de la 

publicación de la norma en cuestión la cual se realiza en los primeros seis meses del año 

anterior. Estos plazos están pensados para que las instituciones responsables de los 

presupuestos tengan la posibilidad en los siguientes 6 meses de evaluar con tiempo y puedan 

también tener la oportunidad de contabilizar los impactos que se puedan generar por la 

aplicación de la desgravación. De esta forma se tomarán medidas presupuestales acordes y 

que permitan la previsión y efectividad del financiamiento en relación de los objetivos y 

metas del presupuesto público correspondiente al año en el que será vigente la norma 

desgravatoria (Ruiz de Castilla, 2013). 
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Alva (2011) en su artículo “El Crédito Por Reinversión en el Sector Educación: ¿Aún 

sigue Vigente?” tiene por objetivos precisar las características de Decreto Legislativo 882 y 

determinar la vigencia de aplicación del crédito por reinversión establecido en él. Para ello 

realizó la revisión de documentación legal. Las conclusiones a las que llegó fueron que el 

Decreto en estudio establecía una serie de garantías y condiciones que favorecían a 

Instituciones Educativas privadas con la finalidad de promover su desarrollo, con el fin de 

modernizar el sistema educativo del país; entre estas prerrogativas se ubicaba el crédito por 

reinversión. Afirmó también que este crédito estaba catalogado como beneficio tributario, el 

cual -al no habérsele colocado fecha de vencimiento dentro de la referida Ley- estaba sujeto 

a lo normado por el Código Tributario en cuyo título preliminar señalaba que en esos casos 

se entendía como plazo de rigor por 3 años sin implicar prórroga posterior.  

 

La norma había entrado en vigencia a partir de enero de 1997, por lo que Alva (2011) 

interpreta, que el crédito por reinversión estuvo en rigor hasta el año 1999, no habiendo 

posibilidad de continuación, tal como lo expresa el Código Tributario. Resulta paradójico 

que en la Ley 29766 del año 2011, cuando hace mención al Decreto Legislativo N°882 

publicado en 1996 (en cuyo texto se incorpora el beneficio del crédito), consideró vigente 

sus beneficios tributarios hasta el año 2008, fecha en que entró en vigencia el Decreto 

Legislativo N°1087 que aprobó las normas en educación para el mejor aprovechamiento de 

promoción comercial. Por lo que, según el autor, la Ley 29766 fue elaborada teniendo como 

uno de sus objetivos el dar legalidad a una ampliación del crédito de reinversión desde el 

año 2000 hasta el 2008. Termina señalando que existe una polémica jurídica con respecto a 

lo anterior puesto que el mencionado crédito para esa fecha debía ser considerado caduco.   
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Castillo (2011), en su artículo “¿Está vigente el Crédito Tributario por Reinversión a 

favor de centros de enseñanza privada? Una respuesta desde la interpretación jurídica”, tuvo 

como objetivo plantear desde la cuestión jurídica la vigencia temporal ulterior al año 1999 

del crédito tributario por reinversión establecido en el Decreto Legislativo N° 882, 

posteriormente complementado por el Decreto Legislativo N°1087 y la Ley N° 29766, que 

beneficiaba a los Centros Educativos de carácter privado. Para el estudio fueron utilizados 

los métodos literal y teleológico, previa identificación del contenido deóntico de las 

disposiciones y la aplicación de los principios de utilidad y permanencia de las leyes. Las 

unidades de análisis fueron el Decreto Legislativo N°882, Ley de Promoción de la Inversión 

en la Educación, el Decreto Legislativo N°1087 que aprueba Normas en Educación para el 

mejor aprovechamiento de los acuerdos de Promoción Comercial, y la Ley N° 29766, Ley 

que precisó el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1087. Las conclusiones a las que llegó 

fueron que en 1996 al crearse el crédito tributario por reinversión no se determinó su 

categoría jurídica, y que al realizar el análisis en las normas se llegó al resultado que al no 

constituirse como un beneficio tributario en sí no le era aplicable el tiempo de 3 años 

dispuesto en el  Código Tributario, por lo que su vigencia no término en el año 1999 sino en 

el año 2012 según sobre el tema estableció la Ley N° 29766, y si en caso se derogará esta 

última, el crédito materia de este estudio volvería a tener temporalidad indefinida hasta que 

apareciera otra Ley que dispusiera su caducidad. 

 

El Ministerio de Economía y Finanzas (2003) en su estudio “Análisis de las 

Exoneraciones e Incentivos Tributarios y Propuesta de Estrategia para su Eliminación" tuvo 

como objetivos analizar los gastos tributarios relacionados a impuestos del gobierno nacional 

que estuvieron en vigencia hasta el 2003 y también proponer estrategias para la eliminación 

de algunos de estos privilegios teniendo en cuenta las posibles consecuencias.  
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Utilizó el análisis de casos de estudio y el método de estimación de los gastos tributarios, 

en particular la recaudación perdida. Sobre los resultados del estudio halló que la mayoría 

de los beneficios tributarios favorecían a empresas rentables y al comercio de bienes finales, 

y que tenían mayores niveles de aplicación en la zona de la Costa Sur. Asimismo, realizó 

una propuesta para el ordenamiento de las exoneraciones, y afirmó que tanto para su creación 

o eliminación deben de ser considerados los puntos de vista económicos, geopolíticos, 

políticos entre otros.  

 

Entre los beneficios tributarios del Sector Educación que analizó se encuentran los 

relacionados con el Impuesto a la Renta. Señala que la aparición de ellos se inicia con el 

Decreto Legislativo N° 882, donde personas naturales o jurídicas que realicen actividades 

educativas con fines de lucro mediante la conformación de Centros Educativos podían 

acceder al beneficio del crédito por reinversión, equivalente al 30% del monto efectuado a 

través de un programa de reinversión, crédito deducible del Impuesto a la Renta. Mediante 

esta disposición se tenía la expectativa de incentivar al sector privado en brindar mayores 

servicios educativos a la población. El estudio consideró que para el año 2003 los efectos 

del Decreto Legislativos N° 882 no se vislumbraban claramente ni hubo cambio en el 

incremento de las propuestas privadas de servicios educativos. También, halló incoherencia 

en la aplicación del crédito puesto que este no estaba sujeto a una generación de utilidades 

por parte de la institución educativa ni tampoco a un plazo máximo de utilización del 

beneficio. Por tal motivo no halló congruente continuar con la aplicación del beneficio del 

crédito por reinversión de forma indefinida, más aún si este se encontraba bajo el amparo de 

un programa cuya ejecución podía darse hasta en cinco años. Con base a lo anterior, concluye 

que la eliminación de ese beneficio permitiría facilitar la fiscalización del ente tributario y 
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disminuir los costos elevados que su administración implica, por lo que recomienda que está 

se efectúe en el año 2006 (Ministerio de Economía y Finanzas, 2003). 

 

Alvarado (2001) en su artículo “Algunos aspectos jurídicos a considerarse en el crédito 

tributario por reinversión en la educación: tratamiento tributario alternativo o 

modificaciones” tuvo como objetivo analizar a las instituciones educativas afectas al 

Impuesta a la Renta y la medida del uso del crédito por reinversión por parte de ellas. Esto 

se realizó a través de la revisión de la literatura jurídica y la documentación legal, en 

particular el Decreto Legislativo N° 882. Entre los puntos resaltantes del estudio en primer 

lugar hace la diferencia entre las instituciones educativas con y sin fines de lucro, ubicando 

las privadas en el primer grupo y las estatales en el segundo. Y aclara que las segundas al no 

tener propósitos lucrativos no se les impone el Impuesto a la Renta porque no generan 

utilidades. En el análisis del crédito por reinversión dirigido a las instituciones educativas 

privadas, el autor señalo que en el Decreto en cuestión, los legisladores al elaborarlo tenían 

en la mente dirigir el beneficio a los centros educativos que generaran utilidades (renta), y 

que por ese motivo utilizaron el término “reinversión” el cual se efectuaría a través de la 

adquisición de bienes incluidos dentro de un programa establecido. Pero según parecer del 

autor, el problema se suscita al no existir el concepto de “renta reinvertible” en las normas 

tributarias por lo que el crédito sería posible de utilizar sin necesidad que la institución 

genere o no utilidades. En este sentido, señala entonces que no debería llamarse “crédito por 

reinversión” sino “crédito por inversión”.  

 

Otros puntos que destaca es la formalización de un plazo de vigencia para el uso del 

beneficio y asimismo plantea dos procedimientos para la obtención del crédito siempre que 

este supeditado a la generación de utilidades por parte de las instituciones educativas 
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particulares. También señala que por sus características no pertenece a los créditos con y sin 

derecho a devolución, dándole por tal la categoría de sui generis. Determina los sujetos que 

pueden ser beneficiados con dicho crédito que puede ser la misma entidad reinversora o en 

un tercero en el que se realizará la inversión, en ambos casos bajo condición de la 

presentación de un programa de reinversión; y los bienes en lo que se puede realizar la 

reinversión. Además, señala que el crédito puede ser realizado contra los pagos al Impuesto 

a la Renta.  

 

1.2. Marco Teórico 

Para entender la problemática de este trabajo de investigación es necesario establecer los 

aspectos teóricos vinculados a la vigencia de las normas en el tiempo y los aspectos teóricos 

referidos a los beneficios tributarios. Estos aspectos teóricos serán abordados considerando 

el momento histórico en el que surgen; esto es la entrada en vigencia de la Ley del Promoción 

de Inversión en la Educación. 

 

El día 09 de noviembre de 1996 se publicó en el Boletín de Normas Legales del Diario 

Oficial El Peruano, el Decreto Legislativo N° 882, correspondiente a la Ley de Promoción 

de la Inversión en la Educación, el cual entró en rigor a partir del 01 de enero de 1997 

conforme lo estipulado en el capítulo II de su Quinta Disposición Final (Poder Ejecutivo del 

Perú, 1996). 

 

Una de los hechos más resaltantes de la referida Ley es que ella instauró el acceso a un 

crédito tributario por reinversión de utilidades que favoreciera a las instituciones educativas 

particulares, el cual tendría la equivalencia del 30% del monto reinvertido (artículo 13).  
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En el Decreto Legislativo N° 882, en su artículo se señala su ámbito que abarcó para 

todos los niveles educativos desde Centros Educativos de Educación Inicial hasta Escuelas 

de Posgrado, de gestión particular funcionando dentro del país, pertenecientes al Sector 

Educación. Este apoyo a la inversión privada se dio en el contexto de fomento al desarrollo 

de la educación para permitir la aparición de más servicios que puedan cubrir la demanda de 

formación de la población. 

 

Por otra parte, resulta relevante manifestar que la Ley bajo comentario, no estableció 

plazo de vigencia para el crédito tributario por reinversión que creó. La ausencia de esta no 

hubiera ocasionado repercusiones significativas en lo jurídico-tributario si algunas entidades 

de la administración pública nacional no hubieran dado lugar a conjeturas acerca de que al 

crédito tributario por reinversión no le correspondería ser considerado como beneficio 

tributario sino más bien como un mecanismo del esquema de fijación del Impuesto a la Renta 

de las Entidades Educativas Particulares. Debido a la importancia que tiene la determinación 

de si es o no factible decir que el crédito por reinversión ostenta naturaleza de beneficio 

tributario, posteriormente se desarrollará este tema al detalle. 

 

Para comprender este tema es necesario conocer que era lo vigente en materia tributaria 

dentro del país con respecto a beneficios y exoneraciones. El Código Tributario concedía 3 

años del beneficio, sin derecho a prórroga tácita una vez concluido ese tiempo, para aquellos 

casos donde no se determinaba un plazo establecido dentro de la propia Ley (Código 

Tributario, Norma VII). 

 

Retornando al Decreto Legislativo N° 882, es explícito al considerar este crédito como 

beneficio cuando indica que para su aplicación se considerará lo invertido en bienes y 
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servicios dentro de la Institución Educativa y asimismo plantea un reglamento donde se 

señalaran las condiciones y características que deberá tener el programa de reinversión 

(artículo 13). 

 

A su turno, el artículo 10 del Decreto Supremo N° 047-97-EF (Decreto Supremo que 

aprobó las normas reglamentarias de la Ley de Inversión en Educación) señaló que los 

“bienes y servicios materia del beneficio por reinversión son los que se indican en el Anexo 

1 del presente Reglamento” (Ministerio de Economía y Finanzas, 1997). 

 

El decreto también determinó las fechas para la presentación al Ministerio de Educación 

de los programas de reinversión de las instituciones educativas que quisieran acceder a esta 

prerrogativa, llamada en el texto literalmente como beneficio.  

 

Finalmente, el Anexo 1 del Decreto Supremo bajo comentario estableció la “relación de 

bienes y servicios materia del beneficio de reinversión”. 

 

De acuerdo a las normas glosadas precedentemente, desde nuestro punto de vista, no 

cabe duda que el crédito por reinversión de utilidades constituyó un beneficio tributario, y 

que tal sentido, tuvo vigencia durante los años 1997, 1998 y 1999 en aplicación supletoria 

del plazo de vigencia de los beneficios tributarios dispuesto por la Norma VII del Código 

Tributario vigente en ese entonces. Cabe indicar que la norma antes mencionada tuvo 

vigencia hasta el 15 de marzo de 2007, fecha en la que fue derogada por una disposición 

complementaria del Decreto Legislativo N° 977, Ley Marco para la dación de 

exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios. 
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A mayor abundamiento cabe señalar que es la propia Ley de Promoción de la Inversión 

en la Educación la que calificó expresamente la naturaleza del crédito por reinversión 

señalando que se trataba de un beneficio tributario. No obstante, si hubiera existido duda 

sobre la naturaleza del crédito por reinversión, dicha duda hubiera quedado aclarada con lo 

precisado por el Decreto Supremo que reglamentó el crédito por reinversión. Es decir, que 

tanto la norma de creación del crédito por reinversión, así como su reglamento, determinaron 

con precisión su naturaleza jurídica, esto es de beneficio tributario. 

 

En este punto resulta necesario citar a Castillo Córdova cuando se pregunta sobre la 

naturaleza jurídica del crédito por reinversión al postular que “para la determinación de los 

sentidos interpretativos o normas de esta disposición, resultaba relevante determinar si el 

crédito por reinversión creado en la disposición legal transcrita era o no un beneficio 

tributario” (Castillo, 2011, pág. 4). 

 

El citado autor en relación a su pregunta plantea que caben dos interpretaciones, la 

primera en el sentido que el crédito tributario por reinversión tiene naturaleza jurídica de 

beneficio tributario, y la otra, que no tiene naturaleza de beneficio tributario.  
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Añade que la respuesta a la interrogante planteada es importantísima en aras de 

determinar la vigencia del crédito materia de estudio, y consecuentemente sobre su plazo de 

aplicación. En efecto, advierte que si se concluye que se trata de un beneficio tributario 

habría tenido una vigencia de solo tres años; mientras que, si se concluye que no se trataba 

de un beneficio tributario, el crédito hubiera tenido una vigencia indefinida en el tiempo. 

 

Castillo Córdova explica que la interpretación literal es un método de interpretación, 

pero no el más importante, o en sus palabras, el menos significativo dado que su aplicación 

posibilita construir interpretaciones incorrectas y soluciones injustas. Añade que si bien la 

Ley que creó el crédito por reinversión lo denominó como beneficio, resulta necesario 

preguntarse se tal denominación fue correcta o no en términos jurídicos. 

 

Posteriormente el autor plantea su punto de vista indicando que “desde una 

consideración estrictamente dogmática hay más razones y razones más fuertes, para 

considerar que el crédito por reinversión no debía ser considerado como un beneficio 

tributario” (Castillo, 2011). 

 

El autor concluye manifestando que se trató de un error de la Ley la denominación como 

beneficio tributario el crédito por reinversión. 

 

En opinión de Cachay (2013) al comentar sobre la naturaleza legal de crédito por 

reinversión, no correspondería calificarlo como beneficio tributario porque en realidad sería 

un elemento que forma parte del sistema de fijación del Impuesto a la Renta, el cual 

definitivamente debería pagarse a la administración recaudadora, y que esta no está sometida 
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a marco temporales, y por este motivo el crédito por reinversión mantiene propensión a la 

permanencia, esto con base a los métodos de interpretación sistemática y de la ratio legis. 

 

Por otra parte, Alva (2011), al referirse al crédito por reinversión menciona que a raíz 

de la omisión de plazo de vigencia de dicho beneficio dentro del Decreto Legislativo N° 882 

era lógico pensar que este fuera sujeto de aplicación de la siguiente limitación: “Toda 

exoneración o beneficio tributario concedido sin señalar plazo, se entenderá otorgado por 

tres (3) años. No hay prórroga tácita” la cual se hallaba establecido en la Norma VII del 

Título Preliminar del Código Tributario vigente en esa época. 

 

Por lo tal, como se había señalado anteriormente, a falta de una fecha determinada sobre 

este beneficio, considera efectiva la aplicación de lo estipulado en el Código Tributario, 

dando por concluido la vigencia del crédito el 31 de diciembre de 1999. 

 

Como puede apreciarse los autores antes citados tienen opiniones diversas respecto a la 

naturaleza jurídica de crédito por reinversión; para unos fue un beneficio tributario, y en 

razón de ello con vigencia limitada en el tiempo (tres años), mientras que para otros no era 

un beneficio tributario, razón por lo cual tenía vigencia indefinida. 

 

Para comprender más acerca de este tema es importante lo señalado por Ruiz de Castilla 

(2013) quien postula definiciones relacionadas con el desgravamen tributario al cual lo 

define como "aquellas figuras cuya finalidad es la inexistencia, eliminación o reducción de 

la carga tributaria", identificando dentro de ella cinco especies: inmunidad, inafectación, 

exoneración, beneficio e incentivo tributario. En lo correspondiente al beneficio tributario 

considera que hay dos acepciones al término, una de carácter general presentado como "todo 



26 

 

mecanismo que reduce o elimina la carga tributaria”; la segunda de carácter específico 

definiéndola como " toda ventaja que se otorga al agente económico (contribuyente), en 

materia del débito tributario y crédito tributario”. 

 

Con respecto al crédito tributario, Ruiz de Castilla (2013) señala que es el derecho 

reclamable del acreedor (que en este caso es el agente económico o contribuyente) hacia el 

Estado (que tomaría el rol de deudor) en relación a ciertas adquisiciones sujetas a 

desgravamen reconocidas por Ley: "En principio, ocurre un incremento del patrimonio del 

contribuyente, por cuanto un crédito (tributario) se incorpora a su esfera patrimonial. De este 

modo, se genera una ventaja o beneficio para el contribuyente.” Esto difiere de la figura del 

Débito Tributario donde los papeles cambian siendo el Estado el acreedor puesto que se 

"toma como punto de partida la existencia de una obligación tributaria ya nacida" por parte 

del deudor, en este caso el agente económico. 

 

Posteriormente Ruiz de Castilla (2013) establece que en “la inmunidad, inafectación y 

exoneración no llega a existir una carga tributaria" diferenciándolo de lo que correspondería 

a un beneficio, que a su entender "el punto de partida es que existe una carga tributaria pero 

con posterioridad se produce su reducción o eliminación”. 

 

En este estado de la investigación resulta relevante referirnos a la teoría sobre los 

métodos de interpretación que existen en el derecho. Según Rubio (2003) se denominan 

métodos de interpretación a aquellos "procedimientos de aplicación de variables 

interpretativas para desentrañar el significado de las normas jurídicas" (p. 132). En este caso 

las variables son argumentos característicos del contenido de las normas jurídicas que van a 

ser motivo de medición y por lo tanto analizados desde distintos puntos de vista. La 
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aplicación de estos métodos se da cuando se quiere interpretar el propósito de una norma en 

particular (Rubio, 2003, p. 133). 

 

Los nombres de los métodos pueden variar. Para este estudio, se ha tomado en cuenta la 

clasificación propuesta por Rubio (2003) pues a entender del investigador y sin afectar a la 

Teoría del Derecho, son los modelos que corresponderían al análisis aquí realizado. 

 

1.2.1. Método literal 

Este método toma en cuenta la forma en que está escrita la norma, según lo define Rubio 

(2003): 

Utiliza como variables de interpretación el lenguaje con el que está construida la norma 

y, para ello, toma en cuenta la gramática, la sintaxis y el significado de las palabras. Este 

último puede ser el común o el técnico-jurídico si la palabra es usada con contenido 

específico dentro del Derecho. A veces, inclusive, la norma utiliza la misma palabra una 

vez en su sentido común y otra en su sentido técnico (p. 134). 

 

Esto quiere decir que, se ha de analizar el lenguaje utilizado en la ley o dictamen con el 

fin de hallar hacia donde está orientado su significado. Por este motivo suele ser el primero 

en ser utilizado dentro del análisis interpretativo debido a que brinda al investigador una 

primera impresión de lo que la norma quiere manifestar. Ya posteriormente se ve 

complementada con otros métodos que busquen significados conexos a ella. Asimismo, este 

método se puede apoyar en proposiciones jurídicas antiguas como lo son los apotegmas 

jurídicos que sirven para esclarecer la comprensión de un tema. 
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Para entender como se ha realizado hasta la fecha la aplicación de este método, se puede 

revisar la jurisprudencia constitucional donde se pueden hallar casos de esa índole, como por 

ejemplo, cuando le fue permitido a una Municipalidad cobrar tributos a un espectáculo 

cultural exonerado por ley, esto debido que el organizador colocó escrito el monto por 

impuestos dentro de los boletos de la función; la invalidación de normas tributarias dadas en 

un decreto de urgencia por no estar acorde con lo establecido en la Constitución, o cuando 

se dio por válido la entrega de una notificación realizada en un día no hábil, puesto que el 

Tribunal Fiscal afirmó que la ley señala que el rigor del contenido de las notificaciones se 

aplica el día siguiente de la entrega pero no señala acerca del día en que se debe realizar la 

notificación. En este caso último, la interpretación se apoyó en el apotegma jurídico "no hay 

que distinguir donde la ley no distingue" (Rubio, 2003, p. 134-136). 

 

1.2.2. Método ratio legis 

Acerca de este método, se puede decir que la interpretación se origina a raíz del contenido y 

alcance de la norma, es decir de la connotación de la ley. Acerca de esto Rubio (2003) señala 

que "no se fija solamente en lo que la norma dice de manera literal, sino que busca su sentido, 

su razón de ser y, en base a ello, extrae una consecuencia interpretativa." (p.136). Sobre el 

particular, Rubio señala que en los casos donde el documento no tiene una razón o incluso 

tener varias de ellas, puede llegar a ser difícil su aplicación, por lo que "pierde contundencia". 

Además, explica que este método es útil pues sirve como un dispositivo de "fijación de reglas 

de juego de la interpretación" de la norma y también para establecer el objeto de interés y 

finalidades del texto legal porque estas encuentran su sentido dentro del mismo y ahí son 

explicados (Rubio, 2003, p. 136-137). 
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Ejemplos de aplicación de Ratio Legis es posible de encontrar cuando al leer la 

jurisprudencia se hallan casos acerca de las notificaciones que no fueron recibidas por el 

procesado sino por una persona que se encontraba en ese momento en el domicilio dado por 

el anterior, lo cual según señalan es viable puesto que se entiende que el receptor vive dentro 

del ámbito de control del directamente notificado. Otro ejemplo se pueden encontrar en los 

expedientes del Tribunal Fiscal en cuyo contenido expresamente aluden a las ratios legis 

contenidas en normativas que sirven de apoyo jurídico para resolver diferentes casos como, 

por ejemplo, el de una multa cobrada en la Aduana por motivo de que el demandante se 

demoró en cumplir con su Declaración Única de Exportación, siendo sancionado desde el 

día que comenzó la apertura de la recepción de la misma, cuando en base a lo que concluyó 

el Tribunal Fiscal, debió ser a partir del día siguiente de la terminación de la recepción de la 

DUE. 

 

Para finalizar, en el ámbito tributario también es posible hallar la implementación de la 

ratio legis acompañada del uso de otros métodos como la utilización del criterio económico. 

Por ejemplo, el caso de un contrato de venta por parte de una hija a favor de su madre, pero 

que no se hallaba evidencia de pago alguno, por lo que se consideró que la madre tuvo un 

ingreso no justificado al adquirir ese bien, pero que en una instancia superior le dieron la 

razón debido que la hija fue inscrita por sus padres como propietaria en su minoría de edad. 

Al ser el inmueble de la sociedad conyugal, por ratio legis y el criterio económico, el hecho 

del traspaso no significaba incremento patrimonial de la madre puesto seguía dentro del 

patrimonio familiar, en el contexto que fue obtenido por primera vez el mencionado 

inmueble (Rubio, 2003, p. 139). 
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1.2.3. Método sistemático 

Acerca del método sistemático, este se basa en la racionalidad aplicada en reunir elementos 

(aunque originalmente puedan estar dispersos) que al juntarse permiten la formulación de 

una teoría. Sobre esto Rubio (2003) explica que "se funda en la variable que todas las normas 

tienen principios subyacentes que les dan sentido y que, por consiguiente, buscando y 

aplicando los principios incorporados tras el Derecho positivo vigente, se puede enriquecer 

el significado de las normas" (p. 140). Es decir, al ubicar y comprender los principios que 

guían, dan orden y propósito de las normas analizadas, se puede dar una interpretación 

ordenada y coherente de ellas.  

 

Este método a su vez tiene dos formas de aplicación: por comparación y por ubicación 

de normas. 

 

Método sistemático por comparación de normas 

De intenso uso dentro del Derecho Tributario, el procedimiento de este método es el 

siguiente: 

Si hay dos normas que son más o menos homogéneas en sus mandatos, comparar una 

con otra permite enriquecer la interpretación de una en función de la otra. Se asume que 

el legislador imprime los mismos principios tras las normas afines y, por consiguiente, 

el principio común puede clarificar el significado de cada una de ellas (Rubio, 2003, 

p.140-141). 

 

Se entiende por lo tanto que en el análisis de normativas que tienen los mismos 

propósitos, es posible que se puedan hallar explicaciones de la razón de ser de ellas, porque 
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en algunas de ellas se desarrolla más el tema objeto de la norma o que entre ellas se aclaran 

los significados lo que dará sentido a la interpretación jurídica del texto legal. 

 

Conforme se mencionó al inicio, este método es de común uso en la interpretación 

jurídica dentro del ámbito tributario. A veces la aplicación de este método ha supuesto la no 

validez de la aplicación del método literal, tal como sucedió en una resolución del Tribunal 

Fiscal donde un litigante exigió una reconsideración a una sentencia puesto no le 

correspondía tomando como bases leyes que no estaban vigentes en ese momento, pero el 

Tribunal concluyó que el término al que se referían esas leyes no tenía la connotación que el 

contribuyente señalaba aunque el término se hallaba escrito en esas normas (Rubio, 2003, p. 

143). 

 

La comparación se puede efectuar cuando se realiza la interpretación de normas 

tributarias con sustento en otras normas tributarias, pero dependiendo del caso, también con 

soporte de normas no tributarias con la condición de que estás no desnaturalicen ni se 

contrapongan a las anteriores. Sobre lo último se ha visto la utilización del Código Civil, 

Ley del Procedimiento Administrativo, la Ley General de Sociedad, entre otros. En los 

expedientes del Tribunal Fiscal, al hacer uso de legislación no tributarias en sus resoluciones 

también han integrado recursos dogmáticos a la teoría tributaria correspondiente y la 

doctrina (Rubio, 2003, p. 143-145). 

 

Método sistemático por ubicación de la norma 

Esta modalidad busca lo "que quiere decir" un texto legal a través de la estructura del 

conjunto de normas a la que pertenece. Para Rubio (2003)  
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Toda norma tiene uno o más lugares dentro del Derecho. En ese lugar, interactúa con 

otras normas y, el conjunto de ellas, permite que dentro de esa ubicación cada norma 

enriquezca su significado y regule específicamente un determinado campo de la realidad 

excluyendo a los demás (p. 147-148). 

 

La vinculación existente entre un conjunto de normas debe estar sostenida en principios 

que guíen de forma compatible el contenido y propósito de esas leyes. La utilidad de este 

método es relevante tanto en el elemento norma gracias a su carácter técnico y al elemento 

valorativo puesto que sus diversos principios estructurales deben tener naturaleza ética 

(Rubio, 2003, p. 148). 

 

Existen principios tributarios que se encuentran ubicados en relación a otras ramas del 

Derecho. Si tomamos como ejemplo aquellos hallados en la Constitución, podemos observar 

que el Derecho Tributario se vincula por ese medio al Derecho Constitucional, por lo que 

este último siendo en jerarquía superior en la estructura legal brinda el respeto a las garantías 

que la Constitución establece. Entonces para estos casos la interpretación de la norma será 

orientada bajo el común denominador que posean el grupo de normas en el que se encuentre 

ubicado, de esta forma el método sistémico evidencia su uso extensivo. 

 

En la jurisprudencia se puede observar  el uso de este método, como por ejemplo cuando 

se determinó que la ley de sociedades es la que rige sobre las actividades laborales de un 

director dentro de una empresa y no el derecho laboral, la sentencia donde se declaró que las 

exoneraciones dadas en disposición de carácter reglamentario o de rango de ley no 

constituyen derechos constitucionales porque no se encuentran escritas en la Constitución, y 

que su cumplimiento debe ser exigido a jueces ordinarios, cuando se desestimó un pedido 
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de exoneración de impuestos de un contribuyente que se amparaba en unas normas del 

Tribunal Fiscal, pero este misma institución señaló que no era posible la aplicación de esos 

antecedentes porque se trataba de una contribución y no impuestos (Rubio, 2003, p. 148-

151). 

 

1.2.4. Método histórico 

Sobre este método se puede decir que la interpretación toma en consideración la revisión 

realizada a los precedentes que la norma puede tener. A decir de Rubio (2003):  

Este método tiene como variable todos los antecedentes de la norma que se está interpretando: 

lo que sostuvieron los legisladores si se tiene acceso a ello, las actas, exposiciones de 

motivos, las normas antecedentes y la forma como fueron modificadas, la manera 

particular como se le haya entendido en el pasado, la ocasión en la que fue dictada, etc. 

(p. 152). 

 

Esto con el fin de ver la intención que tuvo el jurista que propuso la ley y también poder 

conocer el contexto en que esta se dio. El uso de este método es de carácter general por la 

antigüedad que dentro del Derecho posee. Asimismo, puede ser utilizado con otros métodos. 

Rubio (2003) también señala que puede no ser aplicable en los casos donde la norma sea 

nueva por lo que no existen antecedentes que puedan ser considerados para el análisis. 

Asimismo, señala que en la jurisprudencia tributaria no ha sido mucha su aplicación, dando 

por ejemplo solo una resolución sobre fiscalización que daba a entender la razón de ser de 

una norma en base a los resultados de normas anteriores (p. 153). 
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1.2.5. Método sociológico 

Acerca de este método se contempla que su aplicación considera las circunstancias 

sociales, así como la conducta que manifiesta la comunidad para vivir y actuar en ella de 

forma armónica. Por lo tanto, este método "se atiene a las costumbres pero, también, a las 

ideas predominantes en el medio social general o especializado que se trate de normar y 

toma todo ello como punto de vista para dar significado a las normas jurídicas" (Rubio, 2003, 

p. 153). La interpretación realizada con este método implica que toma referencias ideas 

desde fuera del ámbito jurídico, es decir, aspectos de carácter social como lo son las 

costumbres y significados que pueda tener la comunidad.  

 

Por consiguiente, para su aplicación se requiere que tener presente que el Derecho sea 

pensado como una disciplina relacionada directamente con la sociedad, en la que su papel 

regulador de la conducta de sus miembros convierte a esta materia como necesaria e 

indispensable. Por lo que, si dentro del análisis no se toma en cuenta esta definición del 

Derecho, entonces no es posible la aplicación de este método. Dentro de los expedientes de 

materia tributaria solo se han hallado casos de aplicación de este método en lo referido a 

doctrina económica (Rubio, 2003, p. 154). 

 

Como aspecto final de este Marco Teórico debemos hacer mención a la teoría de los 

actos propios. 

 

1.2.6. Teoría de los actos propios 

Borda (2000) enuncia la teoría de los actos propios como "una regla de Derecho derivada del 

principio general de la buena fe, que sanciona como inadmisible toda pretensión lícita pero 

objetivamente contradictoria con respecto a todo comportamiento anterior efectuado por el 
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mismo sujeto” (p. 53). Partiendo de esta propuesta la teoría de los actos propios vendría a 

ser la obligatoriedad de una actuación, dentro de un momento puntual, que siga la conducta 

observada en situaciones previas. En otras palabras, nadie tiene la facultad de actuar de una 

manera distinta, en perjuicio de terceros, si es que anteriormente lo hizo de modo diferente. 

 

Por lo que explicado de forma sencilla se entiende como "de manera que quien se 

expresó o actuó en un determinado sentido, no puede posteriormente efectuar un 

planteamiento contrario o incongruente con aquél" (Chaves, 2012, Párr. 1). 

 

Importante es observar la aplicación a través de los años de esta teoría en la 

jurisprudencia internacional. Se cita por ejemplo, las sentencias del Tribunal Constitucional 

de España donde enunciaron sobre la teoría de actos propios como la invalidez de un 

comportamiento contradictorio "venire contra factum propium", esto como medida de 

protección puesto que el valor para cualquier trato dentro del Derecho privado se basa en la 

confianza y la buena fe de los participantes cuyas voluntades (ya sean expresadas o no) deben 

actuar de forma coherente con los compromisos asumidos (Tribunal Constitucional de 

España, 1988). 

 

El Tribunal Supremo del Poder Judicial de España estipuló bases, requisitos y contenido 

de la teoría de los actos propios al definirla como un Principio General consecuencia del 

Principio de la Buena Fe que limita el ejercicio de la función de ese derecho, y que para su 

aplicación será necesario primero la observación de coherencia en la conducta posterior con 

respecto a la anterior,  para luego considerar que condiciones estarían presentes de forma 

inequívoca, con el fin de establecer la situación legal de la persona que muestra este accionar 
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y si es compatible o no con la buena fe que presentó en su conducta anterior (STS 8172/1995, 

STS 5428/1995). 

 

Si bien es verdad que la mayoría de casos de aplicación de la teoría de los actos propios 

ha correspondido al derecho privado, también se ha observado su uso (aunque en menor 

medida) dentro del contexto del derecho público. Un ejemplo de ello es lo manifestado por 

el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales de España (2014) el cual sobre 

esto expresó que existe relación entre la voluntad que declara un autor en un momento 

determinado, aunque no lo haya expresado literalmente, y su propósito y sentido práctico. 

La importancia en la protección de la confianza y la buena fe depositada marca la posición 

de las personas frente a su comportamiento más allá de la normatividad. 

 

En el ámbito público el derecho español estipuló que las administraciones estatales 

deben respetar en su actuación tanto el principio de buena fe como el de la confianza legítima 

por ser parte de la seguridad jurídica que debe promover el derecho administrativo, lo cual 

se pone de manifiesto en las sendas jurisprudencias y leyes dictadas para ese fin. También a 

nivel del derecho europeo se fomenta que la labor administrativa pública debe actuar 

congruentemente para evitar se melle la confianza de los ciudadanos en sus instituciones.  

 

Sin embargo, acerca de lo anterior expuesto, no debe pensarse que la Administración no 

tiene la posibilidad de alejarse de un accionar anterior. Además de la aplicación de la doctrina 

de los actos propios, el derecho administrativo también tiene la potestad de aplicar el 

principio de autonomía de voluntad puesto que asegura el límite de la anterior, ya que el bien 

común prevalece frente al particular. Por lo que, si un accionar de la Administración está 

fuera de lo permitido en el Sistema Jurídico por consecuencia de la aplicación de la doctrina 
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de los actos propios, vulneraría al Derecho Público por lo que no sería posible validar esa 

posición (Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 

Administrativo Común, arts. 102 y 103; Ley 30/1992, modificada por Ley 4/1999).  

 

Dentro de la normatividad peruana, no ha sido contemplado el uso de la doctrina de los 

actos propios. Lo que sí se ha contemplado dentro del derecho tributario es el impedimento 

de fijar intereses y sanciones por parte de la administración en caso se constate duplicidad 

de criterio. Se trata del numeral 2 del artículo 170° del Código Tributario, que establece que 

se libera de pagos o intereses tributarios a los contribuyentes que actuaron dentro de la 

interpretación de una norma por parte de la Administración Tributaria y que después esta 

misma entidad posteriormente repita la aplicación del criterio con una nueva interpretación.  

 

A raíz de lo anterior y debido que es factible que el alcance del contenido de la teoría 

de los actos propios sea de utilidad dentro de la práctica del derecho tributario, es posible 

plantear su aplicación en el contexto nacional. Por ejemplo, se propone que en los casos 

donde el contribuyente fuere inducido al error por parte de la Administración Tributaria, este 

pueda quedar exento de pago de la carga tributaria; incluyendo, aquellos casos en los que 

por los efectos correspondería modificar el Código Tributario. 

 

En tal sentido, teniendo en cuenta que la SUNAT es el ente responsable de la 

administración, fiscalización y recaudación del Impuesto a la Renta y que asimismo ha 

tenido diferentes posturas disonantes en relación al tiempo de vigencia del crédito tributario 

por reinversión de utilidades del Decreto Legislativo N° 882 el cual se aplica con relación a 

dicho impuesto, se ve la necesidad de realizar el análisis mediante la aplicación de la teoría 

de los actos propios. 
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 Por lo que, prestando atención a la teoría de los actos propios, no es posible que en 

posteriores procesos de fiscalización se desconozca el uso por parte del contribuyente, del 

referido crédito. 

 

En el más complicado de los casos para el mencionado contribuyente, donde la SUNAT 

tuviera un comportamiento como el antes señalado, sería motivo de aplicarse lo dispuesto 

en el Código Tributario, artículo 170° numeral 2, por lo que no sería viable la aplicación de 

intereses y sanciones, aun en el presumible caso que el crédito en mención solo hubiese 

regido hasta el 31 de diciembre de 1999. 

 

Con base en lo observado y con sustento en la teoría de los actos propios, la SUNAT no 

debió objetar el empleo del crédito tributario por reinversión durante los procesos de 

fiscalización llevados a cabo a partir del año 2000 en adelante. 

 

En nuestra opinión el crédito por reinversión tuvo naturaleza tributaria por cuanto así se 

desprende la su norma de creación, y luego, posteriormente, de su norma reglamentaria. 

Ambas normas de manera coordinada señalaron categóricamente que se trataba de un 

beneficio tributario. Opinamos que ello fue así en función de la interpretación literal de las 

normas antes citadas, y también en función del tratamiento tributario otorgado a las entidades 

educativas. 

 

Nos explicamos, en el régimen establecido por la Constitución Política de 1979, todas 

las entidades educativas gozaban de inmunidad tributaria; es decir que por mandato 
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constitucional no les era aplicable tributo alguno en general, ni el Impuesto a la Renta, en 

particular.  

 

Posteriormente, dentro del régimen de la Constitución Política de 1993, los centros 

educativos privados que generaran ingresos que según ley fueren considerados como 

utilidades, podían ser gravados con el Impuesto a la Renta. En esa línea de lo establecido por 

la Constitución, el Decreto Legislativo N° 882 en su artículo 11 ordenó que estas 

instituciones estuvieran sujetas a lo establecido en la normativa del Régimen General del 

Impuesto a la Renta.  

 

Por tanto, desde nuestro punto de vista, las entidades educativas pasaron de no estar 

gravadas con el Impuesto a la Renta, con el régimen de la Constitución de 1979, a estar 

gravadas con dicho Impuesto, con el régimen de la Constitución de 1993. Por tanto, 

estimamos que la razón de ser del Decreto Legislativo N° 882 fue gravar las utilidades 

obtenidas por las entidades educativas privadas, siendo el crédito por reinversión en dicho 

contexto, claramente un beneficio tributario; que en razón de la aplicación de la Norma VII 

del Código Tributario, tenía aplicación limitada en el tiempo. 

 

Es posible que el legislador del Decreto Legislativo N° 882 hubiera pretendido otorgar 

permanencia en el tiempo al crédito por reinversión. Si ello fue así, el legislador cometió el 

error de no advertir la existencia e implicancias de la Norma VII del Código Tributario. De 

haberlo hecho, hubiera establecido el plazo de vigencia de dicho crédito o señalado 

expresamente que tal crédito formaba parte de la determinación del Impuesto a la Renta de 

las entidades educativas, en cuyo caso no hubiera podido ser interpretado como un beneficio 

tributario; o simplemente no haberlo calificado como un beneficio. 
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1.3. Marco espacial 

Ley de Promoción de la Inversión en la Educación dispuso que las Instituciones Educativas 

Particulares, que reinvirtieran total o parcialmente su renta reinvertible en sí mismas o en 

otras Instituciones Educativas Particulares, constituidas en el país, tuvieran derecho a un 

crédito tributario equivalente al 30% del monto reinvertido. 

 

1.4. Marco temporal 

El crédito por reinversión entró en rigor el año 1997 gracias a lo dispuesto en el artículo 13 de la 

Ley de Promoción de la Inversión en la Educación, la cual fue revocada el año 2014 según 

lo ordenado por la Ley Universitaria N° 30220 a través de su Única Disposición 

Complementaria Derogatoria. 

 

Con base a lo anterior, el marco temporal asignado para la presente investigación tomará 

en cuenta el periodo comprendido desde el 01 de enero de 1997 hasta el 31 de diciembre de 

2014, con el fin de establecer si durante este tiempo tuvo vigencia el crédito por reinversión 

de utilidades. 

 

1.5. Contextualización 

La problemática que se despliega en relación al crédito por reinversión de utilidades se sitúa dentro 

del entorno del empleo de las facultades fiscales que posee la SUNAT. En dicho escenario 

la referida entidad, desconoce el uso del crédito por reinversión de utilidades realizado por 

las entidades educativas desde el ejercicio fiscal del año 2000. Siguiendo esta línea, estarían 

también situados dentro del contexto de esta investigación los centros educativos que 

hicieron uso del crédito analizado. Además están comprometidos los órganos institucionales 
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por las que pasa el proceso administrativo, teniendo en primer orden el Tribunal Fiscal por 

ser quien resuelve las impugnaciones a lo ya sancionado por SUNAT, en segundo lugar el 

Poder Judicial ya que los contribuyente pueden reclamar mediante la vía contencioso 

administrativa lo que haya dispuesto el Tribunal Fiscal, y por último el Tribunal 

Constitucional, en caso las entidades educativas afectadas presentes acciones de garantía 

constitucional por considerar que sus derechos puedan haber sido vulnerados por parte de 

las entidades del Estado. 
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II. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
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2.1. Aproximación temática 

El Crédito Educativo por Reinversión es un beneficio tributario con el cual el Estado buscó 

promover la inversión privada para la cumplir con la demanda de formación educativa en el 

país, para ello permitió que una Institución Educativa Particular pueda obtener un crédito 

tributario de 30% de la suma proveniente de su renta que reinvirtió en sí misma o en otros 

Centros Educativos Privados. 

 

Posteriormente el Estado estableció que este 30% provenga de lo invertido de forma 

efectiva en la realización de un programa de reinversión, y el crédito pudiera tener la opción 

de ser empleado contra el Impuesto a la Renta de la Entidad Educativa Reinversora o 

Receptora.  

 

Por ende, las referidas normas entraron en rigor a partir del 01 de enero de 1997, no 

habiendo fecha de vencimiento o expiración. 

 

Asimismo, la SUNAT, como Entidad responsable de la administración y recaudación 

del Impuesto a la Renta, durante el transcurso de los años, ha expresado posturas diversas y 

discrepantes acerca de la vigencia del crédito por reinversión. 

 

De hecho, La SUNAT consintió del año 1997 al año 2006 que las instituciones 

educativas recurrieran al crédito por reinversión. Sin embargo, desde el 2007, comenzó a 

alegar que el referido crédito, estuvo vigente solamente hasta el año 1999; y seguidamente, 

no reconoció su uso desde el ejercicio fiscal del año 2000. 
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De igual manera hasta el año 2004, las instituciones educativas tuvieron opción de parte 

del Ministerio de Educación de presentar programas de reinversión para que puedan ser 

autorizados por dicha Entidad. 

 

Las posturas incoherentes tanto de la SUNAT y del Ministerio de Educación además del 

mal manejo en la administración del crédito por reinversión han ocasionado inseguridad 

jurídica en los variados contribuyentes que hicieron uso del referido crédito. 

 

La problemática antes planteada origina que las Entidades Educativas no tengan certeza 

en términos jurídicos y financieros en relación al crédito por reinversión; así como de la 

vigencia o caducidad del crédito tributario por reinversión. 

 

Ante esta situación el pronóstico de solución de la problemática es incierto habida 

cuenta de que, en el derecho constitucional peruano, lo relacionado a la creación, 

modificación, exoneración o derogación de tributos tienen lugar mediante leyes o decretos 

legislativos.  

 

Como tema de control es necesario tener en consideración los pronunciamientos del 

Poder Judicial o del Tribunal Constitucional respecto de los procedimientos en curso. 

 

Seguidamente mostramos la dualidad de la actuación de la SUNAT y del Ministerio de 

Educación.  
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El crédito por reinversión ha sido considerado dentro de las publicaciones instructivas 

sobre el Impuesto a la Renta elaboradas por la SUNAT, reconociéndolo como aplicable 

contra ese impuesto. 

 

SUNAT (2004), mediante su Cartilla de Instrucciones para la Declaración Jurada del 

Impuesto a la Renta – Tercera Categoría – Ejercicio Gravable 2003, informaba a los 

contribuyentes que se consideraba como crédito contra el Impuesto a la Renta el crédito por 

reinversión; esto basado en el artículo 13 del Decreto Legislativo N° 882 y el artículo 5 del 

Decreto Supremo N° 047-97-EF  donde se señala la posibilidad que la reinversión de la renta 

total o parcial realizada por Instituciones Educativas particulares ya sea a ellas mismas o a 

otras I. E. P. pueden acceder a ese beneficio el cual equivaldría al 30% de la renta reinvertida. 

En caso que no se utilizará el crédito dentro del ejercicio correspondiente, este sigue siendo 

vigente para poder aplicarlos hasta agotarlos en su uso contra los impuestos a la Renta de los 

ejercicios siguientes (SUNAT, 2004, p. 23-24). Lo mismo sucede en la Cartilla de 

Instrucciones – Impuesto a la Renta de 3ra Categoría – Ejercicio Gravable 2004 (p. 20) y en 

la Cartilla de Instrucciones y Caso Práctico – Impuesto a la Renta de 3ra Categoría – 

Ejercicio Gravable 2005 (p. 22) cuando menciona que constituye crédito contra el Impuesto 

a la Renta bajó las condiciones anteriormente expuestas. 

 

La misma información aparece en la Cartilla de Instrucciones del Programa de 

Declaración Telemática (PDT) N° 682 – Impuesto a la Renta de 3ra Categoría – Ejercicio 

Gravable 2012, apoyada en los siguientes términos: con respecto a las entidades 

beneficiadas, se ampara en lo expuesto en el  Decreto Legislativo Nº 1087 que incluye 

también a aquellas instituciones formativas de carácter técnico productivo y los superiores 

tecnológicos relacionadas a áreas productivas como Agroindustria, Energía, Pesquería entre 
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otras, brindándoles el mismo porcentaje de crédito en base a las mismas condiciones 

(estipuladas en el Decreto Legislativo N° 882), salvo que señala como plazo lo dispuesto en 

la Única Disposición Complementaria Transitoria del Decreto Legislativo N°1117.  

También considera que la reinversión estará destinada a infraestructura y equipamientos con 

fines pedagógicos y de investigación.  

 

Se pudo encontrar que el contenido anterior también se hallaba presente en la Cartilla 

de Instrucciones – Impuesto a la Renta de 3ra Categoría – Ejercicio Gravable 2013 (SUNAT, 

2014, p. 48), detallando acerca de los créditos tributarios contra el Impuesto, que ofrecen la 

posibilidad de disminuir el Impuesto anual que se haya fijado y que según el tipo de crédito 

estará o no sujeto a retorno. En el caso del crédito por reinversión sigue los mismos términos 

mencionados en el párrafo anterior teniendo como base legal el Decreto Legislativo Nº 1087 

y poniendo énfasis de que este fue reglamentado por el Decreto Supremo N° 021-2008-ED. 

(SUNAT, 2014). Y lo mismo lo podemos hallar en la Cartilla de Instrucciones – Impuesto a 

la Renta de 3ra Categoría – Ejercicio Gravable 2014 (SUNAT, 2015, p. 46). 

 

Por otra parte, dentro de las instrucciones para completar los formularios del PDT Nº 

654 del Impuesto a la Renta del ejercicio 2004 de la SUNAT, en la sección de ayuda está 

escrito lo que viene a continuación: 

“Casilla 136: Crédito por reinversiones 

Consigne, de ser el caso, el crédito a que tienen derecho las Instituciones Educativas 

Particulares que reinviertan total o parcialmente su renta reinvertible en sí mismas o en 

otras Instituciones considerando lo establecido en el artículo 13 del Decreto Legislativo 

N° 882 y artículo 5° del DS N° 047-97-EF”. 
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Y en la ayuda del PDT Nº 656 del Impuesto a la Renta del ejercicio 2005 de la SUNAT, 

indica: 

“Casilla 136: Crédito por reinversiones 

Esta casilla contiene un asistente, para ingresar presione ENTER. 

Consigne la base legal y el monto del crédito por reinversión. 

… 

La parte del crédito no utilizado podrá aplicarse contra el Impuesto a la Renta de los 

ejercicios siguientes hasta agotarlo”. 

 

Por lo que, dentro de este programa informático de declaración tributaria del año 2004, 

la misma SUNAT también hace mención de la posibilidad del beneficio por reinversión 

educativa tal como lo estipulaba el Decreto Legislativo N° 882 y el Decreto Supremo N° 

047-97-EF.  

 

Cabe precisar que la ayuda de los PDT pertenecientes al Impuesto a la Renta de los 

ejercicios del año 2006, inclusive los siguientes, ya no incluye texto alguno sobre el crédito 

por reinversión. 

 

Como se puede observar, los PDT elaborados por SUNAT concernientes a la fijación 

del Impuesto a la Renta de los ejercicios tributarios de los años 2004 y 2005, consideran al 

crédito por reinversión como vigente debido que era posible su uso contra el Impuesto a la 

Renta de los ejercicios antes comentados.  

 

Asimismo, la SUNAT expresa de manera expresa e institucional su posición respecto al 

crédito por reinversión en el Informe N° 319-2003-SUNAT/2B0000 (de fecha 25 de 
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noviembre de 2003) en que menciona que es posible utilizar los créditos no utilizados dentro 

de un año y pasarlo a lo concerniente al Impuesto a la Renta de los meses del año siguiente, 

favoreciendo este crédito a las instituciones educativas particulares para poder aplicarlo 

contra el mencionado impuesto aún si este crédito fue dispuesto para el mes de diciembre 

del año que correspondía, por lo que al no haber sido absorbido puede utilizarse en enero y 

febrero del año que sigue. 

 

Por otro lado, la SUNAT en su actuación como fiscalizador implícitamente señaló que 

el crédito por reinversión estaba vigente con posterioridad al año 1999. En efecto, en la 

Resolución de Intendencia N° 025-014-0002509 de 15 de febrero de 2005 y en la  Resolución 

de Intendencia N° 025-014-0002630 de 18 de marzo de 2005 (citadas en la Resolución de 

Intendencia N° 025-014-0002631/SUNAT de 18 de marzo de 2005, emitida por la División 

de Reclamos de la Intendencia Regional Lima de la SUNAT) en el proceso de fiscalización 

de la Universidad Alas Peruanas, la SUNAT determinó como límite de la renta disponible 

para la reinversión del ejercicio 2003 el monto de S/. 3´055,307 y como monto del crédito 

tributario por reinversión para dicho ejercicio S/. 916,592. En relación al ejercicio 2004 

determinó como límite de la renta disponible para la reinversión el monto de S/. 3´460,831 

y como monto del crédito tributario por reinversión para dicho ejercicio S/. 1´038,249. 

Por otra parte se aprecia que la SUNAT, en otros procesos de fiscalización, sostuvo 

implícitamente que el crédito por reinversión estuvo vigente en los ejercicios 2000 y 2001 

dado que emitió Órdenes de Pago por “omisiones a los pagos a cuenta del Impuesto a la 

Renta de febrero, marzo, mayo a julio, setiembre a diciembre de 2000 y enero, febrero, mayo, 

agosto a octubre de 2001, al desconocer parcialmente los importes aplicados por la 

recurrente como crédito por reinversión contra los referidos pagos a cuenta. 
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Que según se aprecia en la apelada, la Administración a efecto de verificar el crédito 

por reinversión existente en los periodos materia de acotación, recalculó el crédito tributario 

de la recurrente desde el ejercicio 1997 hasta el 2001, efectuando respecto de los ejercicio 

1998 y 2000, reparos a las adquisiciones destinadas a reinversión anotadas en la Cuenta 36 

– Bienes por Reinversión del Libro Mayor de la recurrente, reconociéndoles importes 

inferiores a los registrados (folios 928, 925 y 924), lo cual incide en el cálculo del crédito 

tributario materia de controversia” (Tribunal Fiscal, 2005). 

 

Según se puede apreciar la SUNAT, dentro de los procesos de fiscalización de los años 

2003 y 2004, admitió notoriamente la vigencia del crédito tributario por reinversión en los 

referidos ejercicios. 

 

Posteriormente, a partir del año 2006, la SUNAT en los procesos de fiscalización de las 

entidades educativas empieza a objetar la aplicación de crédito por reinversión en ejercicios 

fiscales posteriores al ejercicio 1999, argumentando por cuanto tuvo vigencia únicamente 

hasta el 31 de diciembre de 1999 dado que se trató de un beneficio tributario al cual se la 

aplicaba el plazo supletorio dispuesto en el Código Tributario en su Norma VII.  

 

Como muestra del cambio operado en la Administración Tributaria cabe citar su 

actuación al fiscalizar la aplicación del crédito durante el ejercicio 2008 evidenciada en una 

Resolución del Tribunal Fiscal como sigue. “… es recién con la apelada que la 

Administración detalla y comunica a la recurrente los fundamentos que sustentan el valor, 

esto es el desconocimiento del crédito por reinversión, sustentándose en el Decreto 

Legislativo N° 882, su reglamento y la Norma VII del Título Preliminar del Código 

Tributario …” (Tribunal Fiscal, 2006). 
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La misma actuación de la Administración queda expuesta en otra Resolución del 

Tribunal Fiscal. En efecto la Administración Tributaria “…precisa que dicha omisión se 

debe a que el saldo proveniente de la reliquidación de la declaración jurada del mismo 

impuesto del ejercicio 2006 se agotó en abril de 2007, por lo que se desconoció la aplicación 

del monto consignado como saldo a favor del periodo anterior declarado por la recurrente 

en la casilla 303 de los PDT 621 relativos a sus pagos a cuenta, precisándose que dicho saldo 

estaba constituido por el crédito por reinversión en educación de acuerdo a lo manifestado 

por la recurrente en sus escritos de reclamación, el que constituía un beneficio tributario que 

no se encontraba vigente para los ejercicios 2006 y 2007. 

 

Que refiera que dicho beneficio previsto por el Decreto Legislativo N° 882 

correspondiente a los programas de reinversión de los ejercicio 2006 y 2007, que se pretende 

aplicar contra los pagos a cuenta, ya no se encontraba vigente a la fecha en que los 

mencionados programas fueron presentados, en aplicación de la Norma VII del Código 

Tributario” (Tribunal Fiscal, 2010). 

 

De la lectura de los hechos antes mencionados queda evidenciada la dualidad de criterios 

de la administración tributaria respecto del crédito por reinversión. Hasta el año 2005 tuvo 

el criterio que el crédito por reinversión estaba vigente con posterioridad al ejercicio 1999, 

mientras que a partir del año 2006 cambio de criterio entendiendo que el crédito tuvo 

vigencia únicamente hasta el 31 de diciembre de 1999. 
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La confusión generada por la actuación de la SUNAT apuntada anteriormente se 

acrecentó debido al accionar del Ministerio de Educación a través de su Texto Único de 

Procedimientos Administrativos (TUPA). 

 

El Reglamento del Decreto Legislativo N° 882, en su numeral 13.1 dispuso que las 

instituciones educativas que deseaban ser beneficiadas con el crédito tributario debieron 

dirigir al Ministerio de Educación con el original y una copia (que es la que remitirá 

MINEDU para la SUNAT) de su programa de reinversión. El tiempo para la presentación 

debía ser como máximo hasta 10 días hábiles antes de que se venza el plazo para la 

declaración del Impuesto a la Renta que corresponda a la realización del programa (Decreto 

Supremo N° 047-97-EF, artículo 13). 

 

Los Texto Únicos de Procedimientos Administrativos del Ministerio de Educación 

correspondientes a los años 1998, 2001, 2004 y 2004 (aprobados respectivamente por los 

Decreto Supremo N° 014-98-ED, Decreto Supremo N° 048-2001-ED, Decreto Supremo N° 

012-2002-ED y Decreto Supremo N° 016-2004-ED), poniendo en práctica la norma 

comentada, incluyeron los siguientes procedimientos:  

 

41 – Programa de Reinversión – Aprobación de Nuevos Programas, 

52 – Programas de Reinversión – Presentación de Nuevo Programa, 

67 – Programas de Reinversión – Presentación de Nuevo Programa,  

62 – Programas de Reinversión – Presentación de Nuevo Programa; 

 

En ellos se admitía que los contribuyentes tuvieran la opción de entregar sus programas 

de reinversión para aprobación del Ministerio de Educación. 
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Por otra parte, cabe indicar que el referido Ministerio emitió documentación en la que 

se evidenciaba que el crédito por reinversión estaba vigente en ejercicios posteriores a 1999: 

“… la Oficina de Asesoría Jurídica del Ministerio de Educación ha emitido Constancias 

de Ejecución de Programas de Reinversión en los años 2003, 2006 y 2008, tal situación 

permite inferir que las normas que regulan el crédito por reinversión siguen vigentes, 

por lo que la Administración no puede contradecir lo que ya se sostuvo anteriormente, 

siendo que dos entes que forman parte de Estado no pueden contradecirse, pues se 

vulneraría la seguridad jurídica” (Tribunal Fiscal, 2012). 

 

La confusa situación, presentada en líneas anteriores, causada por el accionar de la 

SUNAT y del Ministerio de Educación, consiguió intensificarse gracias al proceder del 

Ministerio de Economía y Finanzas. 

 

Por lo que en adición a lo manifestado respecto de la Sunat y el Ministerio de Educación, 

es necesario resaltar la actuación del Ministerio de Economía y Finanzas el cual a través  de 

su informe "Análisis de las Exoneraciones e Incentivos Tributarios y Propuesta de Estrategia 

para su Eliminación", trató el tema del crédito tributario por reinversión  y, que habiendo 

tocado en específico el punto sobre la vigencia del crédito por reinversión colocó en duda la 

coherencia de la aplicación indefinida de la misma puesto que los alcances o logros de los 

programas de reinversión podían darse en un muy largo tiempo de hasta cinco años. 

Asimismo, comparó esta diferencia en relación con lo que sucede en el sector de minería, el 

cual no tiene el privilegio de que el beneficio pueda ser utilizado en un tiempo 

indeterminado, sino que está marcado dentro de unos plazos establecidos (MEF, 2003, p. 

207). 
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El informe anteriormente mencionado llega a la conclusión de que el uso del crédito 

tributario del Sector Educación no ha obtenido las respuestas que se esperaban de él, por lo 

que recomienda con relación a su vigencia: 

 

“… eliminar el crédito por reinversión en la actividad educativa en el 2006. En primer 

lugar, no se observa un impacto positivo de la medida sobre la oferta privada de servicios 

educativos. En segundo lugar, la eliminación de la medida no afecta los costos de la 

provisión de servicios educativos. Finalmente, administrar este beneficio tributario 

genera un costo relativamente elevado para la Administración Tributaria”. (MEF, 2003, 

p. 208) 
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Al realizar el análisis del proceder observado en estas tres instituciones públicas sobre 

el crédito tributario por reinversión, se obtiene como conclusión que en efecto este beneficio 

tuvo vigencia posterior al 31 de diciembre de 1999. 

 

2.2.Formulación del problema de investigación 

2.2.1 Problema general 

¿Cómo ha sido la gestión por SUNAT del crédito por reinversión de utilidades en la Ley de 

Promoción de la Inversión en Educación por parte de la Superintendencia Nacional de 

Aduanas y de Administración Tributaria? 

 

2.2.2 Problema específico 

¿Cuáles han sido las diversas posiciones de SUNAT respecto de la vigencia del crédito por 

reinversión en la Ley de Promoción de la Inversión en Educación?  

 

2.3.Justificación 

La tesis tiene como objetivo determinar la vigencia del crédito por reinversión establecido 

en la Ley de Promoción de la Inversión en la Educación con la finalidad de establecer si las 

entidades educativas que aplicaron dicho crédito contra el Impuesto a la Renta tienen o no 

contingencias tributarias.  

 

Por otra parte, los resultados de esta investigación tendrán efectos prácticos dado que 

habiéndose determinado la vigencia del crédito por reinversión las entidades educativas 

estarán en aptitud de tomar las acciones que correspondan: pagar el tributo omitido más 

intereses o impugnar las Resoluciones de Determinación y Resoluciones de Multa que la 

SUNAT les haya notificado. 
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2.4.Relevancia 

Este trabajo de investigación resulta relevante por cuanto analizará desde un punto de vista 

teórico toda la problemática surgida a partir de las diferentes posiciones sobre la vigencia 

del crédito por reinversión.  

 

Como resultado del análisis de la problemática, intentará brindar una solución que 

resultará aplicable tanto a las entidades educativas que aplicaron el crédito por reinversión 

cuanto a la SUNAT y al Tribunal Fiscal, de ser el caso. 

 

2.5.Diseño 

Las conclusiones del presente trabajo de investigación podrán ayudar a resolver el problema 

de la vigencia del crédito por reinversión. En tal sentido, en el futuro tales conclusiones 

podrán ser fuente de consulta para las entidades educativas involucradas y también de 

quienes desarrollen investigaciones sobre el mismo tema. 

 

2.6.Objetivos 

2.6.1. Objetivo general 

Determinar si la gestión por SUNAT del crédito por reinversión de utilidades en la Ley de 

Promoción de la Inversión en Educación por parte de la Superintendencia Nacional de 

Aduanas y de Administración Tributaria fue adecuada. 

 

2.6.2. Objetivo específico 

Determinar las diversas posiciones de la SUNAT y sus implicancias respecto de la vigencia 

del crédito por reinversión en la Ley de Promoción de la Inversión en Educación. 
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2.7.Hipótesis 

La gestión por SUNAT del crédito tributario por reinversión establecido por el artículo 13 

de la Ley de Promoción de la Inversión en la Educación aprobada por el Decreto Legislativo 

N° 882 por parte de la SUNAT no fue adecuada. 
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III. MARCO METODOLÓGICO 
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3.1 Unidades temáticas 

3.1.1. Definición conceptual 

La presente investigación se desarrollará en unidades de temáticas: la primera, incluirá una 

relación de normas legales tributarias involucradas a largo del tiempo; la segunda, abordará 

el análisis de las implicancias de dichas normas; y la tercera, incluirá el análisis del caso 

concreto de la Universidad Alas Peruanas. 

 

3.1.2. Categorización 

Una vez recolectada la información proveniente del trabajo de campo, el paso siguiente es 

la elaboración de un sistema categorial, el cual será la base estructural para la realización del 

análisis de la investigación. Este proceso, a decir por Quintana y Montgomery (2006), 

constará de 3 niveles o etapas de categorización: la fase descriptiva, la fase relacional y la 

fase selectiva: 

 

1. La codificación descriptiva: Primer nivel donde se realiza la fase exploratoria y se recogen 

las primeras categorías llamadas Códigos Crudos que surgen a partir del primer contacto con 

los datos recolectados. Son de carácter descriptivo. Ayudan a reducir la cantidad de 

elementos de análisis, con el fin de comprender la información de modo lógico y coherente. 

Son de dos tipos: los Códigos vivos, expresiones textuales de los actores; y los Códigos 

sustantivos, en las que se acude a denominaciones creadas por el investigador a partir de los 

datos reunidos por él. 

 

2. La codificación axial o relación. Segundo nivel de categorización, en el que se generan 

las categorías llamadas axiales o relacionales. Este sistema de tipo relacional, es producto de 

un proceso de conceptualización de los datos resultantes de la organización de categorías 
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descriptivas que vinculan observaciones entre sí a medida que avanzan el proceso de 

recolección de información como el proceso de análisis. Las categorías relacionales son de 

orden más teórico y pueden vincular entre sí dos o más categorías descriptivas o teóricas de 

orden inferior. 

 

3. Codificación selectiva.  Es el último nivel de categorización que da como resultado la 

identificación o el desarrollo de las categorías Núcleo, las cuales articulan todo el sistema de 

categorías construido en la investigación. Esto es posible después de la etapa previa de 

depuración empírica y conceptual que incluyó el análisis de los casos negativos, la 

triangulación y la contrastación o feedback con los informantes, entre otras técnicas. 

 

Quintana y Montgomery (2006) indican que el proceso de conclusión de la 

categorización debe estar en permanente contrastación con los datos hasta llegar a la llamada 

"saturación de las categorías" la cual viene a ser la comprobación de que ningún dato aporte 

elementos nuevos a los patrones establecidos en las fases previas, además de que se haya 

confrontado y esclarecido todos los casos que se hubieran presentado como negativos 

durante la investigación. 

 

3.2. Metodología 

3.2.1. Tipo de estudio 

La investigación estará orientada a la comprensión de la problemática de la vigencia del 

crédito tributario por reinversión en la Ley de Promoción de la Inversión en Educación. 
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Según lo mencionado por Abanto (2013, p. 11) existen diversos tipos de investigación 

determinados en función a diversos aspectos tales como finalidad, carácter, naturaleza, 

dimensión temporal, orientación que asume. 

 

En función a su finalidad la investigación puede ser básica o aplicada. Es básica, teórica 

o pura cuando se basa en un argumento teórico que pretende desarrollar una teoría, extender, 

corregir o verificar el conocimiento a través del descubrimiento de divulgaciones o 

principios. Es aplicada cuando tiene por finalidad la resolución de problemas prácticos. Por 

tanto, por su finalidad el presente trabajo de investigación es básico. 

 

En función a su carácter una investigación puede ser exploratoria, descriptiva, 

correlacional, explicativa o experimental. Es exploratoria dado que es provisional 

considerando que se desarrollará una investigación posterior. Es descriptiva cuando tiene 

por finalidad la descripción de los fenómenos. Es correlacional o ex post facto si es que 

pretende determinar la relación existente entre 2 o más conceptos, categorías o variables en 

un contexto particular. Es explicativa cuando busca la explicación de los fenómenos y el 

estudio de sus relaciones para conocer su estructura y los aspectos de su dinámica. Es 

experimental cuando estudia las relaciones de causalidad recurriendo a una metodología 

experimental para controlar sus fenómenos. Esta investigación en función a su carácter es 

descriptiva. 

 

Considerando su naturaleza, la investigación puede ser cuantitativa o cualitativa. Es 

cuantitativa versa sobre aspectos observables y susceptibles de medición. Es cualitativa 

cuando se orienta al estudio de las acciones humanas y de la vida social. Por tanto, esta 

investigación es cualitativa. 
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En función a su alcance temporal la investigación puede ser transversal o longitudinal. 

Es transversal, seccional o sincrónica cuando estudian aspectos de un momento dado o en 

un único momento. Es longitudinal o diacrónica cuando estudia un aspecto de desarrollo de 

los sujetos en distintos momentos o niveles de edad. En base a su alcance temporal esta 

investigación es longitudinal. 

 

Por su orientación una investigación pretende la comprobación, el descubrimiento o la 

aplicación. Está orientada a la comprobación cuando pretende contrastar teorías. Está 

orientada al descubrimiento cuando pretende generar o crear conocimiento desde una 

perspectiva inductiva; busca interpretar y comprender los fenómenos. Está orientada a la 

aplicación cuando pretende resolver problemas concretos. En función a su orientación esta 

investigación busca el descubrimiento. 

 

3.2.2. Diseño 

Siguiendo a Abanto (2013, p. 53) el diseño puede ser bibliográfico, fenomenológico, teoría 

fundamentada, etnográfico, estudio de casos o investigación de acción. 

 

Por otra parte Fariñas, A.; Gómez, M.; Ramos, Y.; y Rivero, Y. (2010) señalan que el 

diseño de la investigación viene a constituir la estrategia elegida por el investigador con el 

propósito de dar respuesta al problema planteado; pudiendo ser documental, cuando está 

sustentada en la obtención y análisis de datos provenientes de materiales impresos u otras 

clases de documentos; de campo, cuando la recolección de datos se obtiene de la realidad de 

forma directa, sin manipulación de las variables; y experimental, cuando grupos de 
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individuos u objetos son sometidos a condiciones o estímulos específicos, con la finalidad 

de observar los efectos que se producen en ellos. 

 

3.3. Escenario de estudio 

El escenario de estudio de esta investigación es el ámbito de aplicación de la ley del Impuesto 

a la Renta dado que el crédito por reinversión constituye un mecanismo para reducir y/o 

eliminar el pago de dicho tributo. Dicho escenario y está integrado por documentación de 

diversa naturaleza cuyo análisis permitirá determinar si la gestión del crédito por reinversión 

en la Ley de Promoción de Inversión en la Educación. 

 

Como se puede apreciar el escenario de estudio es eminentemente abstracto. Se trata 

puede de un ambiente jurídico-administrativo-tributario. 

 

3.4. Caracterización de sujetos 

Los sujetos intervinientes son la SUNAT y los contribuyentes, específicamente las entidades 

educativas que aplicaron el crédito tributario por reinversión de utilidades. Asimismo, son 

sujetos importantes el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministerio de Educación. 

 

La SUNAT es, según lo establecido por el artículo 50 del Código Tributario es la entidad 

competente para la administración de tributos internos y de los derechos arancelarios. 

 

Creada por la Ley 24929, la SUNAT es una institución pública descentralizada de 

carácter autónomo perteneciente al Sector Economía y Finanzas, que tiene como objetivo 

administrar y recaudar los tributos del país excepto los municipales, también de fiscalizar el 

cumplimiento de las obligaciones para evitar evasión fiscal, además de poder presentar y ser 
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partícipe en la reglamentación de las normas tributarias. Su labor recaudadora se da a través 

del Banco de la Nación, y también de otras instituciones financieras con las que haya suscrito 

convenio. 

 

Los otros actores son los contribuyentes, que en este caso son las Instituciones 

Educativas particulares que como entidades que están sujetas al pago de Impuesto a la Renta 

tienen el derecho de que la administración pública les brinde las facilidades para que puedan 

cumplir con su obligación tributaria y además deben darles un servicio eficiente, así está 

estipulado en el Código Tributario. 

 

3.5. Procedimientos metodológicos de investigación 

Siguiendo a Abanto (2013, p. 54) los procedimientos pueden ser la observación, la auto 

observación, la entrevista, la foto biografía, las historias de vida e historia oral, la narrativa 

o análisis narrativo, el grupo focal, la investigación endógena, y el cuestionario de la 

investigación cualitativa. 

 

Según se puede apreciar, en opinión de Abanto el procedimiento aplicable para una 

investigación cualitativa es el cuestionario. Sin embargo, en la presente investigación no 

hemos aplicado cuestionario alguno por cuanto dicho procedimiento resultó no aplicable al 

caso concreto por cuanto el acopio de información se realizó en base al análisis de 

documentos. 

 

3.6. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

Considerando que se trata del estudio de un tema no personal como es la gestión en la 

aplicación del crédito por reinversión establecido por la Ley de Promoción en la Educación, 
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no puede aplicarse las técnicas de recolección de datos de observación del participante ni la 

técnica de entrevista en profundidad. En tal sentido, hemos utilizado la técnica de análisis 

de documentos. 

 

Siguiendo a Quecedo y Castaño (2002, p. 23) cabe señalar que los documentos pueden 

ser no personales y no personales. En nuestra investigación hemos recurrido a documentos 

no personales por cuanto el objeto de la investigación es un elemento no personal; a saber 

una figura jurídica tributaria: el crédito por reinversión en la Ley de Promoción de la 

Inversión en Educación. 

 

Por otra parte, según lo afirman Quintana y Montgomery (2006) para definir las técnicas 

e instrumentos de recolección de datos resulta indispensable que el investigador tenga en 

cuenta el enfoque de su investigación y el tipo de información a recolectar en función a las 

fuentes y, finalmente el tiempo disponible para realizar todo el proceso.  

 

Quintana y Montgomery (2006) precisan acerca del enfoque de la investigación que las 

técnicas de generación y recolección de datos se sujetarán a un marco específico surgido de 

la persona o grupo dentro de su contexto, además de responder a la comprensión del 

investigador acerca de las realidades estudiadas. Por lo que podría darse la aplicación de 

variadas técnicas e instrumentos según la necesidad de cada fase de la investigación y del 

tipo de información que se requiera ubicar. 

 

Por ejemplo, para recabar detalles de historias de vida, la técnica apropiada sería la 

entrevista en profundidad, apoyada en el estudio de documentos personales. Si el caso fuera 

identificar patrones culturales, la observación participante sería la técnica a utilizarse. Si se 
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quisiera obtener una opinión decantada sobre un proyecto en particular, la técnica del taller 

sería una mejor opción (Quintana y Montgomery, 2006). 

 

Queda claro pues que la técnica de recolección de datos aplicable a nuestro caso 

concreto es la de análisis de documentos. Y en relación a este tema cabe mencionar que 

resulta vital más aun considerando que es la única técnica de recolección de datos. 

 

Quintana y Montgomery (2006) en relación al análisis documental manifiestan que: 

"Constituye el punto de entrada a la investigación e, incluso en muchas ocasiones, es el 

origen del tema o problema de investigación." Las fuentes documentales son de naturaleza 

diversa (personal, grupal, institucional) formal o informal. De ellos se obtienen datos 

relevantes como rutinas, dificultades y reacciones que personas (o culturas) presentan y que 

servirán de encuadre para la investigación. Asimismo, permiten identificar nombres, roles, 

intereses y perspectivas de las personas claves en relación la realidad sociocultural estudiada 

y de quienes escribieron los documentos. 

 

El análisis documental se desarrolla en cinco acciones, a saber: 

1. Ubicar e inventariar los documentos que existan y a los que se pueda acceder.  

2. Clasificarlos. 

3. Realizar la selección de aquellos que conducen a los objetivos del estudio.   

4. Desarrollar lectura a profundidad, por la cual se podrá recuperar las unidades de 

análisis y registrar sus características a medida que se vayan revelando en el 

contenido de los documentos. 

5. Cruzar y comparar los documentos en base a hallazgos previos. Esto con la meta de 

realizar una síntesis comprensiva total de la realidad humana que se está analizando. 
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3.7. Mapeamiento 

En relación a esta fase de la investigación resulta relevante citar a Quintana y Montgomery 

(2006) quien define de modo conciso este concepto. 

 

Para Quintana y Montgomery (2006), la fase de mapping o mapeo es acercarse e 

identificar a los actores, su entorno socio cultural y rasgos más importantes del fenómeno 

objeto de análisis (eventos, situaciones, variación de tiempo y lugar), para que el 

investigador pueda ubicarse en el terreno en el que va a desarrollar su estudio. Schwartz y 

Jacobs (1984) lo denominaron “cartografía social". 
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IV. RESULTADOS 
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4.1 Descripción de resultados 

La investigación realizada que consistió en el análisis de diversos documentos emitidos por 

la SUNAT dio como resultado el hallazgo de distintas posiciones que tuvo SUNAT en 

diferentes momentos de tiempo respecto de la vigencia del crédito por reinversión 

establecido por la Ley de Promoción de la Inversión en la Educación.  

 

En efecto, la posición inicial de SUNAT fue que el citado crédito por reinversión estuvo 

vigente con posterioridad al año 1999. En un segundo momento, dicha entidad tuvo una 

posición diferente y contradictoria con la anterior, al sostener que el crédito por reinversión 

estuvo vigente únicamente hasta el año 1999. 

 

Hemos hallado abundante información en (i) las cartillas de instrucciones de las 

declaraciones juradas anuales del Impuesto a la Renta, (ii) en las ayudas para el llenado de 

los programas de declaración telemática de las declaraciones anuales del Impuesto a la 

Renta, (iii) en documentos de procesos de fiscalización, en los que se evidencia la primera 

posición de SUNAT en el sentido de que el crédito por reinversión resultaba aplicable con 

posterioridad al ejercicio 1999. 

 

También hemos ubicamos documentos de procesos de fiscalización en los que SUNAT 

muestra su segunda posición respecto del crédito por reinversión en el sentido de que estuvo 

vigente únicamente hasta el ejercicio 1999. 

 

Resulta relevante manifestar que la primera posición de SUNAT fue aplicada por ella 

desde al 01 de enero de 1997 y hasta finales del año 2006, aproximadamente; y la segunda, 

a partir del ejercicio 2007 en adelante. 
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Lo mencionado anteriormente, puede plasmarse de una manera gráfica de forma tal que 

ayude a ilustrar los hallazgos de este estudio sobre las posiciones que tuvo la SUNAT sobre 

el crédito por reinversión. 

 

 

 

De manera más específica y práctica es necesario indicar que la SUNAT, desde el año 

1997 y hasta el año 2006 permitió que las entidades educativas aplicaran el crédito por 

reinversión. No obstante, a partir del año 2007, empezó a argumentar que el crédito bajo 

comentario, tuvo vigencia únicamente hasta el año 1999; y consecuentemente, desconoció 

la aplicación de tal crédito a partir el ejercicio fiscal 2000. 

 

Es importante mencionar que la primera posición de SUNAT fue clara y manifiesta, 

razón por la cual opinamos que dicha posición indujo a error a los contribuyentes. Es decir 

que la SUNAT no actuó de manera eficiente según se lo exige el Código Tributario. 
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En adición hallamos documentación adicional respecto la posición del Ministerio de 

Economía y Finanzas y del Ministerio de Educación que coincidían con primera posición de 

SUNAT. Es decir que el Estado Peruano indujo a error a los contribuyentes en la aplicación 

del crédito por reinversión de utilidades. 
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V. DISCUSIÓN 

 

 



72 

 

El presente estudio presenta como marco espacial y temporal lo estipulado por el Decreto 

Legislativo N° 882, Ley de Promoción de la Inversión en la Educación, el cual estableció un 

beneficio tributario para Instituciones Educativas Particulares que hicieran la reinversión de 

su renta ya sea de forma total o parcial, realizadas en sí mismas o en otros centros educativos 

privados dentro del país. Este privilegio los favoreció con el derecho a un crédito contra el 

Impuesto a la Renta igual al 30% de la suma reinvertida. 

 

Teniendo en cuenta que el ejercicio de Ley en mención se dio a nivel nacional y siendo 

la investigación aquí realizada de naturaleza teórica, se ha determinado que su análisis se 

efectuará con el apoyo del estudio de las normas y leyes vinculadas a ella, así como de la 

revisión y análisis de lo dictaminado por la SUNAT, el Tribunal Fiscal y del Tribunal 

Constitucional. 

 

Acerca del crédito por reinversión se consideró que su vigencia se inició a partir del 01 

de enero de 1997 y fue revocada en el año 2014 por la Ley Universitaria N° 30220 a través 

de su Única Disposición Complementario Derogatoria (Congreso de la República, 2014) la 

cual daba por caducado los efectos del artículo 13 de la Ley de Promoción de la Inversión 

en la Educación, además de otras disposiciones universitarias que regían a esa fecha.  

 

De acuerdo con lo anterior, se estableció que el marco temporal del presente estudio 

abarcaría desde el 01 de enero de 1997 hasta el 31 de diciembre de 2014, con el objetivo de 

precisar el crédito por reinversión de utilidades estuvo en rigor durante esos años. 

 

El presente estudio sitúa la problemática del crédito por reinversión de utilidades dentro 

del ámbito de las facultades de fiscalización que la SUNAT posee y aplica. Bajo este 
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contexto, en una primera instancia la referida institución fiscalizadora mostró conformidad 

acerca de la vigencia del crédito por reinversión permitiendo su utilización en ejercicios 

siguientes al año 1999, pero posteriormente tuvo un cambio de parecer por el cual rehusó 

reconocer el uso de estos créditos que pudo haberse dado a partir del ejercicio fiscal del año 

2000.  

 

Otros actores presentes en esta problemática son las instituciones educativas que 

hicieron uso del referido crédito. También se consideran otros organismos que participan 

dentro de este contexto según sea el caso, los cuales son los siguientes:  El Tribunal Fiscal, 

por su papel de ente responsable de resolver en segunda instancia administrativa las 

objeciones que puedan darse en contra de las Resoluciones y Multas dadas por SUNAT; el 

Poder Judicial, por ser el órgano responsable de resolver las diligencias contencioso 

administrativas que los contribuyentes puedan plantear contra lo que dictamine el Tribunal 

Fiscal; y finalmente el Tribunal Constitucional, por ser el ente responsable de resolver en 

última instancia las acciones de garantía constitucional que pudieran solicitar las 

instituciones educativas que se consideran perjudicadas. 

 

A continuación, se pasa a detallar el siguiente punto. En el párrafo inicial del artículo 

13 del Decreto Legislativo N° 882 se favoreció a las Instituciones Educativas Privadas dentro 

del país para que tuvieran acceso a un crédito tributario en caso dichas entidades hicieran 

reinversión en sí mismas o en otras I. E. P. del total o parcial de su renta. El beneficio o 

crédito equivaldría al 30% del total reinvertido. El artículo 5 del Decreto Supremo N° 047-

97-EF fue más preciso acerca de lo anterior promulgado, puesto que establecía que para la 

obtención del crédito era necesario la realización de un programa de reinversión y que el 
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beneficio podía utilizarse contra el Impuesto a la Renta del centro educativo particular que 

hizo la reinversión o del centro que recibió la reinversión. 

 

Asimismo, el artículo 13, en su segundo apartado, fijó que los bienes y servicios 

comprendidos dentro de la reinversión deberán ser previamente aprobados mediante Decreto 

Supremo. 

 

Es relevante señalar que el referido crédito tributario tuvo vigencia a partir del 1ro de 

enero de 1997; y también cabe anotar que no se determinó dentro de las normas 

anteriormente analizadas un plazo máximo de vigencia sobre este beneficio. 

 

Este vacío ha suscitado que se alcen opiniones variadas y desiguales con relación al 

plazo de vigencia del mencionado crédito. Con el fin de contar con una idea concreta sobre 

la vigencia de este crédito tributario ha sido inevitable precisar su naturaleza jurídica, es 

decir, si tiene o no las características y condiciones que permitan calificarlo como beneficio 

tributario. 

 

Se ha visto obligado el debate acerca de este punto, muy a pesar de lo manifestado dentro 

del segundo apartado del artículo 13 en el que se declara que ante todo debe promulgarse un 

Decreto Supremo que autorice el listado de bienes y servicios en los que se hará posible el 

"beneficio de reinversión."  

 

Es importante señalar que la alusión al término "beneficio" no se encuentra en relación 

a la calificación del crédito tributario; sino a la lista de bienes y servicios que el término 

confiere como beneficio de reinversión. Dicho de otra manera, la inserción de la expresión 
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"beneficio" dentro de la norma no posee la finalidad de determinar la naturaleza tributaria 

del crédito por reinversión. Dentro de este contexto, resulta de imperiosa necesidad el estudio 

de la naturaleza del crédito tributario por reinversión, puesto que si se concluye que el 

mencionado crédito posee naturaleza de beneficio tributario, se comprendería que su 

vigencia habría finalizado el 31 de diciembre de 1999; pero en el supuesto caso que no 

tuviera dicha condición, su vigencia hubiera continuado más allá del año 1999. 

 

Si hubiera sido el caso de que la naturaleza legal del crédito por reinversión tuviera la 

condición de beneficio tributario, hubiera sido factible la aplicación de la Norma VII del 

Título Preliminar del Código Tributario (Poder Ejecutivo del Perú, 1996), el cual señalaba 

que aquellos incentivos que no mencionaban plazo, tendría efecto durante 3 años sin 

posibilidad de prolongación implícita, esta normativa estaba en rigor desde 1996. 

 

Acorde a lo aludido en el marco conceptual anterior, es notorio que no hay un acuerdo 

entre los efectos de las normas tributarias que fijan este trato diferenciado, declarándolos 

como instrumentos que tienen como objetivo afectar la aplicación de un tributo, sea 

eliminándolo o reduciéndolo. 

 

Ruiz de Castilla (2013) da por definición que “el beneficio tributario es toda ventaja que 

se otorga al agente económico (contribuyente), en materia del débito tributario y crédito 

tributario” (p.144), por lo que considerando que el crédito tributario por reinversión de 

utilidades, instituido por el Decreto Legislativo N° 882, al cumplir con estas características 

se concluye que debe ser considerado beneficio tributario. 
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Por todo lo antes expuesto y en armonía con la interpretación literal de la legislación 

anteriormente citada, se hace factible afirmar que al crédito tributario por reinversión -en su 

papel de beneficio tributario que favorecía a las instituciones educativas particulares – le 

correspondía lo estipulado por el Código Tributario (el cual otorgaba a estos casos un plazo 

de tres años), por lo que este solo estuvo a vigente hasta el 31 de diciembre de 1999. 

 

Más allá de la conclusión señalada en el apartado anterior, es relevante indicar que desde 

el año 2000 la SUNAT tuvo varias actuaciones que daban a entender que seguía siendo 

vigente el crédito tributario por reinversión posterior al 31 de diciembre de 1999.  

 

Efectivamente, SUNAT publicó cartillas de instrucciones para la fijación del Impuesto 

a la Renta de los años 2003, 2004 y 2005, las cuales consideraban vigente al crédito por 

reinversión, esto se deduce porque admiten su uso empleado contra el Impuesto a la Renta 

de los ejercicios fiscales de esos años. 

 

Continuando con el argumento anterior, se observó el accionar de la SUNAT, durante 

la fiscalización tributaria realizada a la Universidad Alas Peruanas, en la cual estableció 

límites de la renta disponible para reinversión y también fijó las sumas del crédito tributario 

por reinversión que corresponderían a los ejercicios de los años 2003 y 2004; por lo tanto, 

admitió abiertamente la vigencia de este crédito durante esos años. 

 

Tomando en consideración todo lo explicado hasta el momento, la SUNAT mediante 

sus cartillas instructivas, en sus PDT y durante el proceso de fiscalización estudiado, 

procedió bajó el concepto de que el crédito tributario por reinversión se mantenía en vigencia 

aun siendo posterior al 31 de diciembre de 1999. 
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No obstante, más adelante la SUNAT modifico su comportamiento y estimó que el 

referido crédito solo se mantuvo en vigencia hasta el 31 de diciembre de 1999.  

 

Este cambio de actitud por parte de SUNAT se evidenció en la Resolución del Tribunal 

Fiscal N° 15594-9-2010 (01 de diciembre de 2010) donde se argumenta que el crédito 

tributario conferido por el Decreto Legislativo N° 882, se consideraba caduco para los 

ejercicios de los años 2006 y 2007, esto con base a lo dispuesto en la Norma VII del Código 

Tributario. Planteamiento similar se observó en la Resolución del Tribunal Fiscal N° 14333-

3-2010 donde la SUNAT señaló que dentro del Decreto Legislativo N° 882 y su reglamento 

no se determinaron un plazo de vigencia del crédito de reinversión, por lo que en estos casos 

era aplicable lo estipulado en el Título Preliminar del Código Tributario que en su Norma 

VII fija tres años como plazo de vigencia para el uso de estos beneficios tributarios, por lo 

que concluía que no procedía aplicar el referido crédito durante el ejercicio del año 2008. 

 

Siguiendo con el análisis ha resultado imperioso concluir que la SUNAT manifestó 

actitudes totalmente discordantes en relación a la vigencia del crédito tributario por 

reinversión otorgado por la Ley de Promoción de la Inversión en Educación. Es así que en 

un principio estimó que el mencionado crédito tuvo vigencia posterior al ejercicio fiscal del 

año 1999, mientras que a partir del año 2007 cambió su forma de pensar sosteniendo que ese 

beneficio solo tuvo vigencia hasta finalizado el año 1999. 

 

Durante ese mismo año 2007, en el mes de marzo se promulgó el Decreto Legislativo 

N° 977, Ley Marco para la dación de exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios 
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(Poder Ejecutivo del Perú, 2007), cuya Única Disposición Complementaria Derogatoria 

abolió la Norma VII del Título Preliminar del Código Tributario. 

 

La mencionada norma cambió los plazos establecidos para poder hacer uso de los 

beneficios tributarios, ya que los extiende. La norma anterior brindaba esos beneficios solo 

por un plazo máximo de 3 años, la nueva disposición lo extiende a 6 años, incluidos los casos 

en que el plazo no ha sido expresamente establecido por lo que les otorga de inmediato el 

plazo máximo de vigencia permitido de seis años. Además, en esta ocasión si permite la 

prórroga que podrá otorgarse por solo una oportunidad y el plazo que la ley le concede de 3 

años. 

 

Después, en junio de 2008, se publicó el Decreto Legislativo N° 1087, el cual establecía 

las Normas en Educación para el Mejor Aprovechamiento de los Acuerdos de Promoción en 

la que aquellas instituciones educativas como los CETP y ISTP vinculadas al sector 

productivo del país, estuvieran opción a más de una prórroga en la vigencia del plazo del 

beneficio pues los exoneraban del cumplimiento del numeral 3.1 del artículo 3° del Decreto 

Legislativo Nº 977. 

 

Con base a lo observado, las Normas en Educación para el mejor aprovechamiento de 

los Acuerdos de Promoción Comercial se expresaban con respecto al crédito por reinversión, 

dispuesto por el Decreto Legislativo N° 882, de forma tal que se entiende que lo 

consideraban aún vigente en el año 2008; siendo que el respectivo crédito ya había caducado 

en fines de diciembre del año 1999, tal como se explicó antes. 
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Para dar mayor detalle sobre el tema en obligado señalar que las Normas en Educación 

para el Mejor Aprovechamiento de los Acuerdos de Promoción Comercial establecieron 

tácitamente que el crédito en cuestión se mantuvo en vigencia incluso posteriormente al 

ejercicio fiscal del año 1999.  

 

Desde la visión del investigador, la técnica legislativa utilizada en las Normas en 

Educación para el Mejor Aprovechamiento de los Acuerdos de Promoción Comercial no 

resultó ser la apropiada debido a la referencia que hace con respecto al crédito tributario por 

reinversión, en la cual se expresa como si hubiere continuado su vigencia durante la entrega 

de esa ley; ocasionando por lo tanto un inconveniente jurídico para la práctica de las normas 

en el tiempo. 

 

Las Normas en Educación para el Mejor Aprovechamiento de los Acuerdos de 

Promoción Comercial instauraron un precepto que dentro del enfoque jurídico no era dable; 

puesto que vino a ser la premisa de la vigencia del crédito tributario por reinversión pasado 

la fecha del 31 de diciembre de 1999. Sin embargo, es posible concluir que las normas 

mencionadas tuvieron efecto jurídico debido que ellas entraron en rigor de manera formal y 

su constitucionalidad no fue discutida. 

 

En 2011, se promulgo una Ley aclaratoria, la Ley N° 29766 (Poder Ejecutivo del Perú, 

2011) en la cual daba información que las instituciones educativas privadas (incluidas aquí 

las universidades) tendrían ese beneficio hasta diciembre de 2008, y que los centros de 

educación técnico productivo e institutos superiores tecnológicos privados favorecidos en el 

Decreto Legislativo N° 1087 fueron exceptuados ya que para ellos estos beneficios deben 
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ser considerados dentro de lo estipulado en los términos y plazos de la Norma VII del Título 

Preliminar del Código Tributario. 

 

La Ley N° 29766 es materia de discusión por dos aspectos relevantes. En primer lugar 

por su carácter retroactivo, puesto que normaliza actividades y contextos dados en fechas 

antes de que entrara en vigencia esta Ley, incluyendo la aplicación en el pasado del crédito 

por reinversión. En segundo lugar, su objetivo no fue la precisión, siendo su carácter de 

tendencia innovativa debido que esta norma dispuso interiormente la no vigencia del crédito 

por reinversión, sin tomar en cuenta que la referida caducidad debió aplicarse solamente 

hacia el futuro. Sin embargo, a pesar de la problemática jurídica presentada, se puede llegar 

a la conclusión que la referida norma tuvo consecuencias jurídicas dado que de manera 

formal entró en vigencia y su constitucionalidad no fue objetada. 

 

En julio de 2014 se promulgó la Ley Universitaria, Ley N°30220 en la cual da 

indicaciones sobre la reutilización de las utilidades generadas por las Universidades 

privadas. En el caso de las universidades privadas asociativas señala que tienen la obligación 

de reinvertir sus excedentes para mejorar la calidad de los servicios educativos que ofrecen 

y en el caso de las universidades privadas societarias al ser entidades gravadas con Impuesto 

a la Renta pueden acceder a un crédito tributario de 30% de la suma que haya reinvertido de 

sus utilidades, siempre en relación a la mejora educativa como en el caso anterior.  

 

Para finalizar, queda informar que la norma antes mencionada se encuentra en rigor 

actualmente y que a la fecha no se ha realizado análisis de los casos en lo que al aplicar el 

beneficio puedan afectar el Impuesto a la Renta recaudado por la SUNAT. 

. 
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VI. CONCLUSIONES 
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Primera 

La Ley de Promoción de la Inversión en Educación estableció un crédito tributario originado 

en la reinversión de utilidades que entró en vigencia el 01 de enero de 1997. No se estableció 

expresamente su plazo de vigencia. 

 

Segunda 

El crédito por reinversión de utilidades fue calificado como beneficio tributario y tuvo esa 

naturaleza. 

 

Tercera 

El crédito por reinversión de utilidades, en tanto beneficio tributario, y en tanto su norma de 

creación no estableció plazo de vigencia, estuvo vigente únicamente hasta el 31 de diciembre 

de 1999, en aplicación del plazo supletorio establecido por la Norma VII del Código 

Tributario. 

 

Cuarta 

La SUNAT evidenció posiciones diametralmente opuestas respecto del crédito por 

reinversión de utilidades. En un primer momento consideró que el crédito tuvo vigencia con 

posterioridad al ejercicio fiscal 1999; para en un segundo momento expresar que tuvo 

vigencia solamente hasta el ejercicio fiscal 1999. 

 

Quinta 

La gestión de la aplicación del crédito por reinversión de utilidades por parte de la SUNAT 

no ha sido eficiente ni adecuada; originando inseguridad jurídica en las entidades educativas 

que lo aplicaron. 
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VII. RECOMENDACIONES 

 

 



84 

 

Primera 

Cuando la actuación de la SUNAT induzca a error al contribuyente, no deberían originarse 

para el contribuyente intereses por el tributo omitido ni sanciones. 

 

Segunda 

Incorporar el numeral 6) al artículo 27 del Código Tributario, como sigue: 

 

“Artículo 27°. - Extinción de la obligación tributaria 

 

La obligación tributaria se extingue por los siguientes medios: 

 

(…) 

 

6) Cuando, indubitablemente, la actuación de la Administración Tributaria haya inducido a 

error al contribuyente. En este supuesto se establecerá necesariamente la responsabilidad 

administrativa y/o penal que corresponda de los funcionarios involucrados. 
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9.1. Matriz de Consistencia 

TÍTULO: 

 

 

 

 

LÍNEA DE INVESTIGACIÓN: 

 

 

 

DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA: 

 

 

 

 

 

 

 

 

PROBLEMA 

GENERAL 

OBJETIVO 

GENERAL 

HIPÓTESIS 

GENERAL 
VARIABLES 

¿Cómo ha sido la 

gestión del crédito por 

reinversión de 

utilidades en la Ley de 

Promoción de la 

Inversión en Educación 

por parte de la 

SUNAT? 

Determinar si la 

gestión del crédito por 

reinversión de 

utilidades en la Ley de 

Promoción de la 

Inversión en 

Educación por parte 

de la SUNAT fue 

adecuada. 

La gestión del crédito 

tributario por 

reinversión de la Ley 

de Promoción de la 

Inversión en la 

Educación por parte de 

la SUNAT no fue 

adecuada. 

1. Gestión de 

SUNAT del 

crédito tributario 

por reinversión. 
 

PROBLEMAS 

ESPECÍFICOS 

OBJETIVOS 

ESPECÍFICOS 

HIPÓTESIS 

ESPECÍFICAS 
VARIABLES 

¿Cuáles han sido las 

diversas posiciones de 

SUNAT respecto de la 

vigencia del crédito 

por reinversión en la 

Ley de Promoción de 

la Inversión en 

Educación?  

Determinar las 

diversas posiciones de 

la SUNAT y sus 

implicancias respecto 

de la vigencia del 

crédito por reinversión 

en la Ley de 

Promoción de la 

Inversión en 

Educación. 

Las diversas posiciones 

de la SUNAT respecto 

de la vigencia del 

crédito por reinversión 

en la Ley de 

Promoción de la 

Inversión en Educación 

han sido 

contradictorias. 

1. Posiciones de 

SUNAT 

respecto de 

vigencia del 

crédito 

2. Vigencia de 

crédito por 

reinversión. 

  

Gestión por la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria del 

Crédito por Reinversión en la Ley de Promoción de la Inversión en la Educación. 

Modernización del Estado 

A lo largo del tiempo la SUNAT evidenció posiciones contradictorias respecto de la vigencia 

del crédito tributario por reinversión establecido en la Ley de Promoción de la Inversión en 

Educación. En un primer momento la SUNAT –en diversa documentación que emitió- sostuvo 

que el crédito estuvo vigente con posterioridad a 1999. En un segundo momento –en los 

procesos de fiscalización– argumentó que el crédito estuvo vigente únicamente hasta 1999; 

desconociendo la aplicación del crédito realizada por las entidades educativas. 
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Constitución Política del Perú (Artículo 74) 
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9.2. Ley de Promoción de la Inversión en Educación (Decreto Legislativo N° 882 - 

parte pertinente) 
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9.4.  Normas Reglamentarias de la Ley de Promoción de la Inversión en Educación 

(Decreto Supremo N° 047-97-EF) 
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9.5. Código Tributario (Decreto Legislativo N° 816 - parte pertinente) 
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9.6. Ley Marco para la Dación de Exoneraciones, Incentivos o Beneficios Tributarios 

(Decreto Legislativo N° 977) 
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9.7. Informe N° 319-2003-SUNAT/2B0000 
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9.8. Cartilla de Instrucciones para la Declaración Jurada del Impuesto a la Renta 

Tercera Categoría - Ejercicio Gravable 2003 
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Cartilla de Instrucciones para la Declaración Jurada del Impuesto a la Renta Tercera 

Categoría - Ejercicio Gravable 2004 
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9.10. Cartilla de Instrucciones para la Declaración Jurada del Impuesto a la Renta 



116 

 

Tercera Categoría - Ejercicio Gravable 200
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9.11. Cartilla de Instrucciones para la Declaración Jurada del Impuesto a la Renta 

Tercera Categoría - Ejercicio Gravable 2012 
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9.12. Cartilla de Instrucciones para la Declaración Jurada del Impuesto a la Renta 

Tercera Categoría - Ejercicio Gravable 2013 
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9.13. Cartilla de Instrucciones para la Declaración Jurada del Impuesto a la Renta 

Tercera Categoría - Ejercicio Gravable 2014 

 

 



124 

 

 

 

 



125 

 

 

 



126 

 

9.14. Contenido de la Ayuda - PDT Renta anual 2004 
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9.15. Contenido de la Ayuda - PDT Renta anual 2005 
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